LADBROKE RACING / COMISION

SENTENCIA DEL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA
(Sala Segunda ampliada)
de 27 de enero de 1998~

En el asunto T-67/94,

Ladbroke Racing Ltd, sociedad inglesa, con domicilio social en Londres, repre-
sentada por los Sres. Jeremy Lever, QC, Christopher Vajda, Barrister en Inglaterra
y Pais de Gales, y Stephen Kon, Solicitor, que designa como domicilio en Luxem-
burgo el despacho de M® Winandy y Err, 60, avenue Gaston Diderich,

parte demandante,

contra

Comisién de las Comunidades Europeas, representada por los Sres. Michel Nolin
y Richard Lyal, miembros del Servicio Juridico, en calidad de Agentes, que designa
como domicilio en Luxemburgo el despacho del Sr. Carlos Gémez de la Cruz,
miembro del Servicio Juridico, Centre Wagner, Kirchberg,

parte demandada,

apoyada por

Repriblica Francesa, representada por la Sra. Catherine de Salins, sous-directeur
de la direction des affaires juridiques del ministére des Affaires étrangeres, y por el
Sr. Jean-Marc Belorgey, chargé de mission en la citada Direccién, en calidad de
Agentes, que designa como domicilio en Luxemburgo la sede de la Embajada de
Francia, 8 B, boulevard Joseph I,

parte coadyuvante,

* Lengua de procedimicnto: inglés.
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que tiene por objeto principal un recurso de anulacién de la Decisién 93/625/CEE
de la Comisién, de 22 de septiembre de 1993, relativa a varias ayudas concedidas
por las autoridades francesas a la empresa Pari mutuel urbain (PMU) y a las socie-

dades de carreras (DO L 300, p. 15),

EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA
DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS (Sala Segunda ampliada),

integrado por los Sres.: C. W. Bellamy, Presidente; B. Vesterdorf, C. P. Briét, A.
Kalogeropoulos y A. Potocki, Jueces;

Secretaria: Sra. B. Pastor, administradora;

habiendo considerado los escritos obrantes en autos y celebrada la vista el 11 de
marzo de 1997;

dicta la siguiente

Sentencia

Hechos y procedimiento

La demandante, Ladbroke Racing Ltd (en lo sucesivo, «Ladbroke»), es una socie-
dad inglesa, controlada por Ladbroke Group plc; una de sus actividades es orga-
nizar y prestar servicios de apuestas sobre carreras hipicas en el Reino Unido y en
otros paises de la Comunidad Europea.
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Pari mutuel urbain (en lo sucesivo, «PMU») es una agrupacién de interés econé-
mico (en lo sucesivo, «AIE»), integrada por las principales sociedades de carreras
de Francia (articulo 21 del Decreto 83-878, de 4 de octubre de 1983, relativo a las
sociedades de carreras de caballos y a las apuestas mutuas, en lo sucesivo, «Decreto
83-878»), creada para gestionar los derechos de dichas sociedades en el 4mbito de
la organizacién de apuestas mutuas efectuadas fuera de los hipédromos. PMU ges-
tioné inicialmente dichos derechos en forma de «servicio comtin» (Decreto de 11
de julio de 1930, relativo a la extensién de las apuestas mutuas fuera de los hipé-
dromos). Conforme a lo dispuesto en el articulo 13 del Decreto 74-954, de 14 de
noviembre de 1974, relativo a las sociedades de carreras de caballos (en lo sucesivo,
«Decreto 74-954»), PMU corre a cargo, con caricter exclusivo, desde dicha fecha,
con la gestién de los derechos de las sociedades de carreras de caballos sobre las
apuestas mutuas efectuadas fuera de los hipéddromos. Dicha exclusividad de PMU
estd protegida ademds por la prohibicién de que otras personas distintas de PMU
contraten o recojan apuestas sobre las carreras de caballos (articulo 8 de la Orden
Interministerial de 13 de septiembre de 1985, por la que se regula PMU). Aquélla
se extiende a las apuestas recogidas sobre las carreras organizadas en Francia, asi
como a las apuestas recogidas en Francia sobre las carreras organizadas en el
extranjero, que sdlo pueden ser contratadas, igualmente, por las sociedades autori-
zadas y/o PMU (apartado 3 del articulo 15 de la Ley 64-1279, de 23 de diciembre
de 1964, Ley de Presupuestos para 1965, y articulo 21 del Decreto 83-878, antes
citado).

El 7 de abril de 1989, siete sociedades pertenecientes al grupo Ladbroke, entre las
que se encontraba la demandante, presentaron una denuncia ante la Comisién con-
tra varias ayudas que las autoridades francesas habfan concedido a PMU y que, a
su juicio, eran incompatibles con el mercado comiin.

Las ayudas contra las que iba dirigida la denuncia de Ladbroke eran las siguientes:

1) Facilidades de tesoreria concedidas a PMU mediante la autorizacién de aplazar
el pago al Estado francés de determinadas cantidades recaudadas sobre las
apuestas recogidas sobre las carreras hipicas.
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2) Renuncia, en 1986, a 180 millones de FF en concepto de exacciones sobre las
apuestas con el fin de ayudar a PMU a controlar su déficit y con la condicién de
que esta tltima adoptase un plan de saneamiento.

3) Dispensa de la norma del desfase de un mes relativa al pago del Impuesto sobre
el Valor Afiadido (en lo sucesivo, «<IVA»).

4) Utilizacién por PMU de las ganancias no reclamadas por los apostantes para
financiar indemnizaciones de despido.

5) Exencién de PMU de las contribuciones relativas a la participacién de los
empresarios en la politica de vivienda.

6) Renuncia, entre 1982 y 1985, a cantidades procedentes del redondeo de las
ganancias de los apostantes en la décima inferior.

7) Exencién de las sociedades de carreras del pago del Impuesto de Sociedades, lo
que habria representado, en 1989, una ayuda de alrededor de 546 millones
de FE '

8) Exencién de las sociedades de carreras del pago del Impuesto sobre la Renta que
deben pagar las asociaciones que no estin sujetas al Impuesto de Sociedades.
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Mediante escrito de 11 de enero de 1991, la Comisién informé a las autoridades
francesas de su decisién de incoar el procedimiento previsto en el apartado 2 del
articulo 93 del Tratado CEE respecto a las siete medidas siguientes a favor de PMU
(DO C 38, p. 3):

«1) Crédito a corto plazo representado por el aplazamiento del pago de la exac-
cién a Hacienda, a partir de 1980 y 1981.

2) Renuncia a 180 millones de francos franceses en las exacciones de 1986.

3) Exencién en la aplicacién de la norma del desfase de un mes en el pago del
IVA.

4) Utilizacién de los premios no reclamados para pagar un complemento de
indemnizacién por despido en 1985.

5) Exencién de la participacién de la empresa en la labor de construccién.

6) Renuncia entre 1982 y 1985 a importes resultantes de la prictica de redon-
dear los premios de los apostantes a la décima inferior.

7) Exencién del Impuesto de Sociedades.»

Mediante escrito de fecha 19 de marzo de 1991, Ladbroke solicité a la Comisidén
que adoptase medidas provisionales para suspender cuatro de las siete medidas a
favor de PMU, a saber, a) los créditos a corto plazo; b) la exencién en la aplicacién
de la norma del desfase de un mes en el pago del IVA; c) la exencién de la contri-
bucién en concepto de participacién financiera de los empresarios en la politica de
vivienda, y d) la exencién del Impuesto de Sociedades.
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Mediante la Decisién 92/35/CEE, adoptada el 11 de junio de 1991, la Comisién
pidié al Gobierno francés que suspendiese tres de esas cuatro medidas a favor de
PMU, que habian sido adoptadas infringiendo el apartado 3 del articulo 93 del Tra-
tado y que tenfan caricter permanente (DO 1992, L 14, p. 35; en lo sucesivo,
«Decisién provisional»), a saber, a) los créditos a corto plazo; b) la exencién en la
aplicacién de la norma del desfase de un mes en el pago del IVA, y c) la exencién
de la participacién de los empresarios en la labor de construccién.

Mediante escrito de 24 de junio de 1992, Ladbroke solicité a la Comisién que se

- J . ’ ., . - q -
pronunciase con caricter definitivo sobre la cuestién de si el Gobierno francés
habia suspendido o no las ayudas que constitufan el objeto de la Decisién provi-
sional.

Al no haber respondido Ia Comisién a dicho escrito, Ladbroke le pidi, mediante
escrito de 11 de agosto de 1992, que definiera su postura, con arreglo al articulo
175 del Tratado sobre: a) la ayudas denunciadas por ella que no habfan sido objeto
de la Decisién provisional; b) las medidas adoptadas por la Comisién para aplicar
su Decisién provisional, y c) el procedimiento sobre el fondo, relativo a las ayudas
que habifan sido objeto de la Decisién provisional.

Mediante escrito de 12 de octubre de 1992, la Comisién respondié al escrito de
requerimiento de 11 de agosto de 1992, antes citado. En dicha respuesta, la Comi-
sién se refiere a las medidas adoptadas por las autoridades francesas para atenerse a
la Decisién provisional y subraya que, por lo que respecta a las demis ayudas men-
cionadas en su decisién de incoacién del procedimiento, su compatibilidad con el
mercado comin seria apreciada en el marco de su decisién final con arreglo al apar-
tado 2 del articulo 93 del Tratado.

Mediante escrito de fecha 5 de noviembre de 1992, Ladbroke respondié al escrito
de la Comisién de 12 de octubre de 1992, sefialando que, como se desprendia de
ese mismo escrito, quince meses después de la adopcién de la Decisién provisional,
la Comisién seguia sin saber si el Gobierno francés habfa suspendido efectivamente
los créditos a corto plazo y la exencién en la aplicacién de la norma del desfase de
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un mes en el pago del IVA y que, por otra parte, la exencién de las sociedades de
carreras de la participacién en la labor de construccién seguia aiin en vigor, en fla-
grante contravencién de la Decisién provisional. Por ello, Ladbroke requirié de
nuevo a la Comisién, con arreglo al articulo 175 del Tratado CE, para que: a) con-
firmase que las dos primeras ayudas, a saber, los créditos a corto plazo y la exen-
cién en la aplicacién de la norma del desfase de un mes en el pago del IVA, habian
sido suspendidas; b) obtuviese la suspensién de la tercera ayuda, a saber, la exen-
cién de la participacién de los empresarios en la labor de construccién; c) finalizase
el procedimiento incoado en un plazo de dos meses a partir de la fecha de recep-
cién de dicho escrito; d) declarase las siete ayudas concedidas a PMU incompati-
bles con el mercado comiin, y €) ordenase la devolucién de dichas ayudas, con sus
correspondientes intereses al tipo del mercado.

Al no producirse respuesta alguna a dicho requerimiento, Ladbroke interpuso, el 5
de marzo de 1993, un recurso por omisién contra la Comisién, con arreglo al arti-
culo 175 del Tratado, registrado con el nimero T-467/93.

El 22 de septiembre de 1993, la Comisién adopté la Decisién 93/625/CEE, relativa
a varias ayudas concedidas por las autoridades francesas a PMU vy a las sociedades
de carreras (DO L 300, p.15; en lo sucesivo, «Decisién 93/625» o «Decisién
impugnada») que pone fin al procedimiento incoado contra Francia.

Mediante escritos de 13 y 20 de diciembre de 1993, Ladbroke informé al Tribunal
de Primera Instancia de que, a raiz de la adopcién de la Decisién 93/625, su
recurso habia quedado sin objeto, por lo que desistia de éste.

Mediante auto del Presidente de la Sala Segunda del Tribunal de Primera Instancia
de 2 de mayo de 1994, se archivé cl asunto T-467/93, haciéndolo constar en el
Registro del Tribunal de Primera Instancia.
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La Decisién impugnada

En la Decisién impugnada, la Comisién distinguié dos categorias de cantidades
obtenidas de las apuestas realizadas sobre las carreras hipicas, a saber, por un lado,
las «exacciones» o «exacciones publicas», que representan las cantidades aportadas
a los Presupuestos Generales del Estado y, por otro lado, las «exacciones sin caric-
ter ptiblico» que son las cantidades distribuidas a los apostantes. En efecto, segiin
la Decisién impugnada, de cada 100 FF de apuestas registradas, PMU percibe
+ 30 FF y devuelve &+ 70 FF a los apostantes. Con los 30 FF restantes, PMU cubre
sus gastos, que representan *+ 5, 5 FF, las autoridades nacionales y la municipalidad
de Paris retienen + 18 FF y el resto se atribuye a las sociedades de carreras.

La Comisién sefiala a continuacién que, st bien los mercados de juegos de azar se
circunscribian tradicionalmente a los mercados nacionales, las apuestas sobre las
carreras hipicas en los hipédromos nacionales estaban organizadas, sin embargo, a
nivel internacional, y fue a partir de enero de 1989, con la creacién de Pari mutuel
international (en lo sucesivo, «PMI»), cuando PMU manifest6 expresamente su
voluntad de extender sus actividades fuera de Francia, celebrando acuerdos en Ale-
mania y en Bélgica y entrando asi en competencia con otros organizadores de
apuestas y, en particular, con Ladbroke (Parte III de la Decisién impugnada).

La Comisién considera que tres de las siete medidas adoptadas por el Gobierno
francés a favor de PMU, que son objeto del procedimiento incoado con arreglo al
apartado 2 del articulo 93 del Tratado CEE, constituyen ayudas de Estado a efectos
del apartado 1 del articulo 92 del Tratado.

En efecto, la Comisién considera que la renuncia, entre 1982 y 1985, a una parte de
los importes (315 millones de FF) resultantes de la practica de redondear los pre-
mios de los apostantes a Ia décima inferior, destinado desde 1967, segiin la Ley de
Presupuestos de 17 de diciembre de 1966, a los Presupuestos Generales del Estado,
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constitufa una ayuda, porque se trataba de una «medida limitada en el tiempo diri-
gida a resolver un problema concreto», la informatizacién de las operaciones de
PMU, destinada a ayudarla a que reforzarse su posicién en el mercado (punto 2 de
las Partes IV y V).

Considera igualmente que la exencidén en la aplicacién de la norma del desfase de
un mes para la deduccién del IVA, constitufa un crédito a corto plazo asimilado a
una ayuda de Estado, pero que dicha ventaja se venifa compensando, desde 1989
hasta su supresién el 1 de julio de 1993, mediante un depésito permanente en el
Tesoro piblico (punto 6 de las Partes IV y V).

Por iltimo, por lo que se refiere a la exencién de la participacién de PMU en la
labor de construccién, la Comisién considera que, si bien una sentencia del Conseil
d’Etat de 1962 habia confirmado el caricter agricola de las actividades de las socie-
dades de carreras y, por consiguiente, su exencién de dicha contribucién, es evi-
dente que la propia actividad de PMU, a saber, la organizacién y gestién de las
apuestas, no constituia una actividad agricola, por lo que la exencién citada no estd
justificada por el estatuto de PMU, y constituye en consecuencia una ayuda de
Estado (punto 7 de las Partes IV y V).

No obstante, la Comisién considera que las tres medidas de que se trata podian
estar exentas con arreglo a la letra c) del apartado 3 del articulo 92 del Tratado.

En relacién con la ayuda resultante de 1a renuncia a importes resultantes de la pric-
tica de redondear los premios de los apostantes a la décima inferior, la Comisién
estima que, aun cuando se trataba de una ayuda de considerable importancia (cerca
del 29 % del coste total de la informatizacién), «dado el estado de desarrollo de la
competencia y de los intercambios antes de la creacién de PMI en enero de 1989, la
Comisién considera que las ayudas concedidas entre 1982 y 1985 para la informa-
tizacién de PMU no produjeron efectos perturbadores en el mercado, contrarios al
interés comtin, habida cuenta de los efectos directos e indirectos de estas ayudas en
el desarrollo del sector en todos sus componentes econémicos, incluida la mejora
de la raza caballar» (punto 1 de la Parte VII).
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Respecto a la exencién en la aplicacién de la norma del desfase para la deduccién
del IVA, la Comisién considera que, por las mismas razones indicadas en relacién
con la ayuda anterior, dicha ayuda debfa considerarse también compatible con el
mercado comiin, hasta enero de 1989. En cuanto al periodo posterior a 1989, los
efectos perjudiciales de la ayuda de que se trata para la competencia se compensa-
ron integramente mediante un depésito permanente en el Tesoro piblico (punto 2

de la Parte VII).

Por lo que se refiere a la exencién de la participacién en la labor de construccién,
la Comisién considera que, al igual que la ayuda consistente en la exencién en la
aplicacién de la norma del desfase de un mes para la deduccién del IVA, podia
beneficiarse de la excepcién prevista en la letrac) del apartado 3 del articulo 92
hasta 1989, si bien debia declararse incompatible a partir de 1989 (punto 3 de la
Parte VII).

En cuanto a la devolucién de esta tltima ayuda, a partir de 1989, la Comisién con-
sidera, sin embargo, que si bien no convenia «exigir el reembolso desde dicha
fecha, habida cuenta de la posicién adoptada por las autoridades francesas, que
aducen que no pudo retenerse esta contribucién en cumplimiento del fallo del
Consejo de Estado de 1962, mencionado en el punto 7 de la Parte IV» (véase el
apartado 21 supra) este argumento ya no podia «esgrimirse desde la notificacién a
las autoridades francesas de la incoacién del procedimiento, el 11 de enero de
1991». La Comisién declara asimismo que no habia podido cuantificar el elemento
de ayuda que ha de ser recuperado y solicita a las autoridades francesas que
determinen y le comuniquen el importe de la ayuda que debe ser recuperado

(Parte VIII).

Por lo que respecta a las otras cuatro medidas, la Comisién considera que no se
reunfan los requisitos para la aplicacién del apartado 1 del articulo 92 del Tratado.

En relacién con los importes representados por las ganancias no reclamadas, la
Comisién considera que, en la medida en que dichos importes se han considerado
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siempre recursos normales, constitufan exacciones sin caricter piblico. Su utiliza-
cién para financiar, en particular, gastos sociales y gastos de vigilancia, de control,
de fomento de la cria y de las inversiones vinculadas a la organizacién de las carre-
ras y de las apuestas mutuas, no puede considerarse, por consiguiente, una ayuda
de Estado, al no reunirse el criterio de constituir recursos estatales (punto 1 de las

Partes IV y V).

Por lo que se refiere a la modificacién del reparto de las exacciones piblicas (véase
el apartado 16 supra), la Comisién sefiala que los regimenes fiscales aplicables a las
carreras hipicas son competencia de los Estados miembros y que los ajustes al alza
o a la baja de los tipos de imposicién fijados no corresponden a concesién de ayu-
das estatales, siempre que los cambios que generen estos ajustes sean aplicables de
manera uniforme a todas las empresas interesadas. Sélo puede apreciarse la exis-
tencia de ayuda de Estado si una reduccién importante del tipo de imposicién con-
tribuye a reforzar la situacién financiera de una empresa en situacién de monopo-
lio. No ocurre asi en el presente caso, en la medida en que se trata de una baja
limitada (1,6 % aproximadamente) de la exaccién ptblica sobre las apuestas, baja
que luego se mantuvo, de manera que no va dirigida a financiar una operacién con-
creta. Las autoridades francesas pretendian incrementar los recursos de los benefi-
ciarios de exacciones sin caricter ptiblico de forma permanente. Dada la particula-
ridad de la situacién de estos beneficiarios, dicha medida no reviste el caricter de
ayuda de Estado, sino que se trata de una «reforma por medio de un ajuste “fiscal”
que se justifica por la naturaleza y la estructura de este sistema» (punto 3 de las
Partes IV y V).

Respecto a la exencién del Impuesto de Sociedades, la Comisién estima que, en la
medida en que dicho impuesto «no [podia] aplicarse a la [AIE] PMU, habida
cuenta de su condicién juridica», dicha exencién debfa «considerarse una conse-
cuencia de la aplicacién normal del régimen fiscal general» (punto 4 de la Parte V).

En cuanto a los créditos a corto plazo resultantes del aplazamiento del pago de las
exacciones publicas, que representan una facilidad de tesoreria de casi dos meses,
concedida a PMU mediante decisiones de 24 de abril de 1980 y 19 de febrero de
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1982, del Ministro de Presupuestos, la Comisién considera que, en la medida en
que dichas ventajas supusieron un aumento de la parte de las exacciones sin caric-
ter piblico de forma continua desde 1981, no constituian «una renuncia temporal a
los recursos por parte de las autoridades piiblicas ni una medida concreta», por lo
que deben analizarse de la misma forma que la medida anterior relativa al reparto
de las exacciones (véase el apartado 29 supra) (punto 5 de las Partes IV y V).

En estas circunstancias, mediante escrito presentado en la Secretaria del Tribunal de
Primera Instancia el 4 de febrero de 1994, Ladbroke interpuso el presente recurso.

Mediante escrito presentado en la Secretaria del Tribunal de Primera Instancia el 22
de junio de 1994, el Gobierno de la Repiblica Francesa solicité intervenir en
apoyo de las pretensiones de la Comisién.

Mediante auto del Presidente de la Sala Segunda del Tribunal de Primera Instancia
de 30 de agosto de 1994, se admitié dicha demanda de intervencién y el 21 de
diciembre de 1994, la parte coadyuvante present6 su escrito de formalizacién de la
intervencion, sobre el que la demandante presenté el 31 de marzo de 1995 sus
observaciones.

Visto el informe del Juez Ponente, el Tribunal de Primera Instancia (Sala Segunda
ampliada) decidié iniciar la fase oral sin previo recibimiento a prueba y, en el
marco de las diligencias de ordenacién del procedimiento, inst6 a la parte deman-
dada para que aportara determinados documentos y escritos que formaban parte de
la correspondencia que habia mantenido con las autoridades francesas en relacién
con las ayudas concedidas a PMU.

En la vista de 11 de marzo de 1997 se oyeron los informes orales de las partes, asi
como sus respuestas a las preguntas formuladas por el Tribunal de Primera Instan-
cia.
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Pretensiones de las partes

37 La parte demandante solicita al Tribunal de Primera Instancia que:

— Anule la Decisién 93/625 en la que medida en que en ella la Comisién decide:

1) Que las siguientes medidas no estin comprendidas dentro del dmbito de
aplicacién del apartado 1 del articulo 92 del Tratado:

a) Los créditos a corto plazo que permiten a PMU aplazar el pago al Estado
de determinadas exacciones sobre las apuestas;

b) la exencién del Impuesto de Sociedades;

c) la exencién del Impuesto sobre la Renta;

d) la renuncia a 180 millones de FF de exacciones sobre las apuestas
en 1986;

e) el derecho de PMU a conservar las ganancias no reclamadas;
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f) la exencién en la aplicacién de la norma del desfase de un mes en la
deduccién del IVA a partir del 1 de enero de 1989.

2) Que las siguientes medidas eran compatibles con el mercado comiin con
arreglo al articulo 92 del Tratado:

a) El redondeo de los premios de los apostantes a la décima inferior entre
1982 y 1985, que representa 315 millones de FF;

b) la excepcién en la aplicacién de la norma del desfase de un mes en la
deduccién del IVA antes del 1 de enero de 1989;

c) la exencién de la participacién de los empresarios en la labor de construc-
cién antes del 1 de enero de 1989.

3) a) Que por lo que respecta al periodo anterior al 11 de enero de 1991, no es
necesario devolver la ayuda concedida a PMU en forma de exencién de la
participacién de los empresarios en la labor de construccién;

b) que la Comisién no estid obligada 2 determinar el importe de la ayuda
derivada de la exencién de la participacién de los empresarios en la labor
de construccidn, cuya devolucién ha sido ordenada por la Comisién por
lo que respecta al periodo posterior al 11 de enero de 1991.
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— Ordene a la Comisién:

1) Calcular en el plazo de un mes a partir de la fecha de la sentencia del Tri-

2)

3)

bunal de Primera Instancia:

a) El importe de la ayuda concedida a PMU en forma de exencién de la
participacién de los empresarios en la labor de construccién por lo que
respecta al perfodo posterior al 11 de enero de 1991; el importe de dicha
ayuda es el de los ingresos a los que el Estado francés renuncié al eximir
a PMU de dicha exaccién durante dicho perfodo;

b) el importe de los intereses de dicha cantidad, que deben calcularse con
arreglo al articulo 3 de la Decisién 93/625.

Exigir, en el transcurso del mes siguiente, la devolucién de todas las canti-
dades adeudadas de conformidad con las letras a) y b) del punto 1 prece-
dente, que no hubieran sido atin devueltas al Estado francés por PMU (asi
como los intereses de dichas cantidades).

Exigir inmediatamente la devolucién de todos los ingresos a los que el
Estado francés hubiere renunciado como consecuencia de la exencién de la
participacién de los empresarios en la labor de construccién concedida a
PMU durante el periodo comprendido entre el 1 de enero de 1989 y el 11 de
enero de 1991, con los intereses correspondientes a dicha cantidad calcula-
dos conforme al articulo 3 de la Decisién 93/625.
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4) Sin perjuicio de lo dispuesto en el punto 3) precedente, examinar de nuevo
inmediatamente la denuncia presentada el 7 de abril de 1989 a la luz de la
sentencia que el Tribunal de Primera Instancia hubiere dictado y finalizar

ese nuevo examen dentro de los seis meses siguientes a la fecha de la referida
sentencia.

— Condene en costas a la Comisién.

La Comisién solicita al Tribunal de Primera Instancia que:

— Desestime el recurso.

— Condene en costas a la parte demandante.

La parte coadyuvante solicita al Tribunal de Primera Instancia que:

— Desestime Cl recurso.

Sobre el fondo

La demandante invoca cuatro motivos en apoyo de su recurso. Los dos primeros
se basan en la aplicacién incorrecta del apartado 1 del articulo 92 y de la letra c) del
apartado 3 del articulo 92 del Tratado, respectivamente, el tercero en el incumpli-
miento de las obligaciones que recaen sobre la Comisién cuando ordena la devo-
lucién de una ayuda de Estado y el cuarto en la infraccién del articulo 190 del
Tratado.
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Sobre la aplicacién incorrecta del apartado 1 del articulo 92 del Tratado

La demandante afirma que la Comisién aplicé el apartado 1 del articulo 92 del
Tratado de manera incorrecta, en la medida en que consideré que cuatro de las
siete medidas estatales controvertidas no constituian ayudas de Estado y, por lo
que se refiere a la medida consistente en la exencién en la aplicacién de la norma
del desfase de un mes en el pago del IVA, que no constituia ya una ayuda de
Estado a partir de 1989, dado que sus efectos se compensaban mediante un depé-
sito permanente en el Tesoro piblico.

Sobre la modificacién del reparto de las exacciones y la consiguiente renuncia a
180 millones de FF en las exacciones a partir de 1985

— Resumen de las alegaciones de las partes

La demandante sefiala que, como se desprende de las pruebas aportadas en su
denuncia, la renuncia, mediante Decretos de 23 de enero de 1985 y de 12 de marzo
de 1986, a una parte de la exaccién de Estado, estimada en 180 millones de FE,
estaria ligada directamente al plan de saneamiento de PMU y una gran parte de
dicha cantidad sirvié para financiar los despidos a gran escala del personal de
PMU. Hace referencia a un comunicado de la agencia de prensa AFP segiin el cual
el Secretario de Estado francés de Presupuestos en el momento en que se produ-
jeron los hechos habfa aprobado el programa de saneamiento de PMU declarando
que «el Estado, por su parte, aporta al fondo una ayuda de 180 millones de FE,
obtenida gracias a la renuncia a una parte de la exaccidn sobre las apuestas que le
corresponde en beneficio de las sociedades de carreras».

El hecho de que la modificacién legal del reparto de las exacciones se mantuviese
posteriormente no influye para nada en la circunstancia de que estaba ligada inex-
tricablemente al plan de saneamiento de PMU. Segiin la demandante, un Estado
miembro no puede eludir la aplicacién de las normas sobre las ayudas de Estado
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convirtiendo en permanente lo que en un principio no habia sido méds que una
ayuda temporal. En cualquier caso, todo el sistema de exacciones constituye un
sistema de ayudas de Estado, de manera que cualquier modificacién de dicho sis-
tema a favor de PMU constituiria asimismo una ayuda de Estado.

Respecto a la alegacién de la Comisién segin la cual es legitimo que un Estado
miembro contribuya a la reestructuracién de las empresas en el contexto de un
régimen tributario riguroso y que establece excepciones, la demandante invoca la
sentencia de 2 de julio de 1974, Italia/Comisién (173/73, Rec. p. 709), en la que el
Tribunal de Justicia desestimé una alegacién segin la cual una reduccién de la
carga fiscal que tiene tal objetivo no estd comprendido en la prohibicién del arti-
culo 92 del Tratado. Ademis, la demandante niega que PMU esté sujeta a una
tributacién rigurosa, superior a la que recae sobre las demis actividades econémi-
cas, subrayando que dicha alegacién formulada por la Comisién en su escrito de
contestacién no figuraba en la Decisién impugnada.

La Comisién afirma que la reduccién, a partir de 1985, de la parte obtenida por el
Estado francés de los ingresos de las apuestas constituia una modificacién perma-
nente del régimen tributario y que no puede considerarse, por consiguiente, una

ayuda de Estado. ~

La Comisién, aun cuando niega la existencia de un vinculo directo entre la modi-
ficacién del régimen tributario de las exacciones y el plan de saneamiento de PMU,
sefiala que, aunque existiese, ello no querria decir que la medida de que se trata
constituyera una ayuda de Estado, puesto que en el contexto de un régimen tribu-
tario riguroso y que establece excepciones, como es el régimen al que estd sujeta
PMU, seria legitimo que el Estado contribuyese a la reestructuracién de las empre-
sas afectadas con el fin de garantizar sus propios ingresos en el futuro, al obtener la
Hacienda Puablica francesa un beneficio considerable de cualquier mejora de la efi-
cacia de PMU.

Segtin se desprende de la declaracién del Secretario de Estado de Presupuestds,
citada por la demandante (véase el apartado 42 supra), la medida de que se trata fue
adoptada «en beneficio de las sociedades de carreras» y no en beneficio de PMU.
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Al referirse el procedimiento con arreglo al apartado 3 del articulo 92 del Tratado
Unicamente a PMU y no a las sociedades de carreras, la Comisién no podia pro-
nunciarse sobre una ayuda que fue concedida a las sociedades de carreras.

Ademis, y, en cualquier caso, no se retinen en el caso de las sociedades de carreras
los requisitos esenciales para que una medida sea calificada como ayuda de Estado
incompatible e ilegal con arreglo al Tratado, al no existir una relacién de compe-
tencia entre ellas y la demandante.

Por tltimo, en la vista, la Comisién, que invocé la sentencia del Tribunal de Pri-
mera Instancia de 27 febrero de 1997, FESA y otros/Comisién (T-106/95,
Rec. p. 11-229), sefialé6 que debia reconocérsele una cierta facultad de apreciacién
para decidir cudl es el método mds adecuado para garantizar que las actividades
sujetas al libre juego de la competencia no reciban ayudas, apreciacién que no debe
sancionarse mis que en caso de error manifiesto.

La parte coadyuvante suscribe las pretensiones de la Comisién y se remite en todo
lo demds a sus alegaciones formuladas en relacién con los créditos a corto plazo
(véanse los apartados 72 y 73 supra).

— Apreciacién del Tribunal de Primera Instancia

El Tribunal de Primera Instancia sefiala que de la Decisién impugnada se des-
prende que la modificacién del reparto de las exacciones producida en 1985 y 1986
no constituia una ayuda de Estado sino una «reforma por medio de un ajuste fiscal,
que se justifica por la naturaleza y la estructura del sistema», en la medida en que
no se reunian los tres criterios exigidos por la Comisién para apreciar su compa-
tibilidad con el apartado 1 del articulo 92 del Tratado. En efecto, segiin la Decisién
impugnada, la medida de que se trata a) constitufa tan sélo una baja limitada del

II-25



SENTENCIA DE 27.1.1998 — ASUNTO T-67/94

tipo de las exacciones (1,6 % aproximadamente) que no refuerza la situacién finan-
ciera de una empresa en posicién de monopolio, b) tenfa caricter permanente y
c) no tenia por objeto financiar una operacién concreta, sino «incrementar los
recursos de los beneficiarios de exacciones sin caricter piiblico» (punto 3 de la
Parte V de la Decisién impugnada).

El Tribunal de Primera Instancia considera que en el presente caso se pretende
determinar cudl es el alcance del control del 6rgano jurisdiccional comunitario
sobre los criterios elegidos por la Comisién para apreciar si la medida fiscal de que
se trata estd o no comprendida dentro del 4mbito de aplicacién del apartado 1 del
articulo 92 del Tratado, por lo que procede recordar, en primer lugar, que esta
Gltima disposicién, que declara incompatible con el mercado comiin cualquier
intervencién estatal que, bajo cualquier forma, confiera ventajas a determinadas
empresas que falsean o amenazan falsear la competencia en el mercado comiin, no
establece una distincién segtn las causas o los objetivos de las intervenciones esta-
tales, sino que las define en funcién de sus efectos (véase la sentencia del Tribunal
de Justicia de 26 de septiembre de 1996, Francia/Comisién, C-241/94,
Rec. p. I-4551, apartados 19 y 20). De ello se deduce que el concepto de ayuda es
un concepto ob]etlvo que estd en funcién finicamente de si una medida estatal con-
fiere 0 no una ventaja a una o varias empresas. El Tribunal de Primera Instancia
considera por consiguiente que la calificacién de una medida como ayuda de
Estado, que segiin el Tratado incumbe tanto a la Comisién como al érgano juris-
diccional nacional, no puede justificar, en principio, a falta de circunstancias espe-
cificas debidas en particular a la naturaleza compleja de la intervencién estatal de
que se trata el reconocimiento de una amplia facultad de apreciacién a la Comisién
(sentencia del Tribunal de Justicia de 29 de febrero de 1996, Bélgica/Comisidn,
C-56/93, Rec. p. 1-723, apartados 10 y 11; sentencia del Tribunal de Primera Ins-
tancia de 12 de diciembre de 1996, Air France/Comisién, T-358/94,
Rec. p. I1-2109, apartado 71). En efecto, la apreciacién de la pertinencia de las cau-
sas u objetivos de las intervenciones estatales estd tinicamente en funcién del exa-
men de la posible compatibilidad de dichas medidas con el mercado comiin, tal
como se prevé en el apartado 3 del articulo 92 del Tratado. Pues bien, la Comisién
goza de una amplia facultad de apreciacién en la aplicacién de dicha disposicién,
que implica la toma en consideracién por su parte de apreciaciones complejas de
orden econémico, social, regional y sectorial (sentencias del Tribunal de Justicia de
14 de enero de 1997, Espafia/Comisién, C-169/95, Rec. p. I-135, apartado 18, y de
15 de mayo de 1997, TWD/Comisién, C-355/95 P, Rec. p. I-2549, apartado 26).

Dicha conclusién no resulta desvirtuada por la sentencia FFSA y otros/Comisién,
antes citada, invocada por la Comisidn, en la cual el Tribunal de Primera Instancia,
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en relacién con la cuestién de si una medida estatal que cumple los requisitos para-
la aplicacién del apartado 1 del articulo 92 del Tratado (apartados 167 y 168 de la
sentencia), puede disfrutar, sin embargo, de la excepcién prevista en el apartado 2
del articulo 90 del Tratado, reconocié a la Comisién una amplia facultad de apre-
ciacién (apartados 170 a 187 de la sentencia), pues a diferencia de dicha sentencia,
el presente asunto no se refiere a la apreciacién de la medida estatal de que se trata
con respecto al apartado 2 del articulo 90 del Tratado.

En segundo lugar, procede recordar que, si bien es cierto, como ha sefialado
ademés la Comisién en la Decisién impugnada, que la politica fiscal asi como Ia
aplicacién de los regimenes tributarios son competencia de las autoridades nacio-
nales, no es menos cierto que el ejercicio de dicha competencia puede, en su caso,
resultar incompatible con el apartado 1 del articulo 92 del Tratado (sentencia del
Tribunal de Justicia de 25 de junio de 1970, Francia/Comisién, 47/69, Rec. p. 487).

Asi pues, el examen en el presente caso de la cuestién de si la Comisién podia
fundarse vilidamente en los tres criterios citados (véase el apartado 51 supra) debe
efectuarse a la luz de las consideraciones precedentes, para llegar a la conclusién de
que Ja medida fiscal de que se trata no constitufa una ayuda de Estado a efectos del
apartado 1 del articulo 92 del Tratado sino una «reforma por medio de un ajuste
fiscal, que se justifica por la naturaleza y la estructura de este sisteman.

Por lo que se refiere, en primer lugar, al criterio relativo a la naturaleza permanente
de la medida de que se trata, como acaba de sefialarse, el apartado 1 del articulo 92
del Tratado no hace distincién alguna entre medidas estatales permanentes y tem-
porales. Ademds, dicho criterio serfa de dificil aplicacién en la materia puesto que,
como subrayé con razén la parte coadyuvante en la vista, no resulta ficil, habida
cuenta de la frecuencia de los ajustes de los tipos tributarios por parte de las auto-
ridades nacionales, determinar si una medida que, en un primer momento, fue con-
siderada permanente no debe, con posterioridad, ser calificada como provisional
debido a un nuevo ajuste de dichos tipos y, en consecuencia, ser considerada, segtin
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la argumentacién de la Comisién, una ayuda de Estado por su limitada duracién en
el tiempo. En cambio, una medida que, en un primer momento, fuese considerada
temporal, de manera que, segiin la argumentacién de la Comisién, seria aplicable el
apartado 1 del articulo 92 del Tratado, puede posteriormente ser transformada en
una medida permanente, lo que darfa lugar, también segiin la Comisién, a que no
pudiera hablarse ya de una ayuda de Estado. En estas circunstancias, la aplicacién
del criterio basado en el caricter permanente de la medida estatal, tal como pro-
pone la Comisién, daria lugar a tales incertidumbres en la aplicacién del articulo 92
del Tratado que dicho criterio no serfa conforme con el principio de seguridad
juridica.

Por lo que respecta al segundo criterio, segiin el cual la medida de que se trata no
tenfa por objeto financiar una operacién concreta, el Tribunal de Primera Instancia
sefiala que, como se acaba de recordar, el apartado 1 del articulo 92 no establece
una distincién segtin las causas o los objetivos de las intervenciones estatales, sino
que las define en funcién de sus efectos (sentencia de 26 de septiembre de 1996,
Francia/Comisién, antes citada, apartado 20). Pues bien, segiin se desprende de la
propia Decisién impugnada, la referida medida iba dirigida efectivamente «a incre-
mentar los recursos de los beneficiarios de exacciones sin carécter piiblico de forma
permanente».

En cualquier caso, aun suponiendo que dicho criterio pudiese ser invocado vélida-
mente con el fin de distinguir las medidas fiscales que estdn comprendidas dentro
del 4mbito de aplicacién del apartado 1 del articulo 92 del Tratado de las que estin
excluidas de él, no es menos cierto que la afirmacién de la Comisién, segiin la cual
la modificacién de los tipos de las exacciones no tenia por objeto financiar una
operacién concreta, resulta contradicha, en el presente caso, por otra afirmacién,
recogida en la Decisién impugnada, que precisa que, «a partir de 1984, las socie-
dades de carreras registraron una situacién deficitaria» y que «en consecuencia y
como complemento de un plan de saneamiento, las autoridades francesas [...]
modificaron el reparto de las exacciones» (véase el punto 3 de la Parte IV). Esta
afirmacién de la Comisién recogida en la Decisién impugnada debe interpretarse,
ademis, a la luz del escrito de incoacién del procedimiento, segiin el cual todas las
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ventajas financieras concedidas a PMU le han permitido hacer frente a los costes de
informatizacién y de reestructuracién de sus operaciones, necesarios para la orga-
nizacién de sus gastos de gestién.

Por 1ltimo, en lo que respecta al tercer criterio sefialado por la Comisién, relativo
al cardcter limitado del descenso del tipo de la exaccién piiblica decidido por las
autoridades francesas, el Tribunal de Primera Instancia sefiala, en primer lugar, que
seglin se desprende de la jurisprudencia en la materia, la cuantia relativamente
reducida de una ayuda no excluye & priori la aplicacién del apartado 1 del articulo
92 del Tratado (sentencias del Tribunal de Justicia de 21 de marzo de 1990, Bélgica/
Comisién, C-142/87, Rec. p. I-959, apartado 43, y de 14 de septiembre de 1994,
Espafia/Comisién, asuntos acumulados C-278/92, C-279/92 y C-280/92,
Rec. p. I-4103, apartado 42). No obstante, aun suponiendo que el caricter limitado
del descenso del tipo de una exaccién piiblica pudiese, en determinados casos, jus-
tificar la no aplicacién del apartado 1 del articulo 92 del Tratado, no es menos
cierto que en el caso de autos las partes estdn de acuerdo en que, segiin la Decisién
impugnada, el ajuste del tipo de las exacciones tuvo como consecuencia «incremen-
tar los recursos de los beneficiarios de las exacciones sin cardcter ptiblico». Ade-
mds, si bien la baja de la exaccién piblica podia considerarse «limitada» por lo que
al tipo se refiere (aproximadamente 1,6 %), ello no significa que se tratase también
de una baja limitada en términos absolutos. En efecto, segiin se desprende del
escrito de incoacién del procedimiento y de los autos (véase el apartado 5 supra),
PMU obtuvo, tan sélo por lo que respecta al afio 1986, 180 millones de FE Dado
que la medida de que se trata tenia caricter permanente, el hecho de que PMU
pudiera beneficiarse de dicha cantidad en un afio, no podia justificar la afirmacién
de que un descenso «limitado» del tipo de la exaccién tinicamente proporcionaba
ventajas minimas a PMU. Debe afiadirse a este respecto que la cantidad de
180 millones de FF de los que se beneficié PMU, tan sélo por lo que al afio 1986
respecta, no puede considerarse tampoco, segiin las orientaciones de la politica de
la Comisién en materia de ayuda, expuestas en su Comunicacién de 20 de mayo de
1992 relativa a las directrices comunitarias sobre ayudas estatales a las pequefias y
medianas empresas (DO C 213, p.2), como una ayuda de minimis. En efecto,
segiin dicha Comunicacién, que era aplicable en el momento de la adopcién de la
Decisién impugnada, el importe de una ayuda por debajo del cual no puede con-
siderarse aplicable el apartado 1 del articulo 92 estaba fijado en 50.000 ECU abo-
nados en un periodo de tres afios. Pues bien, un importe de 180 millones de FF,
equivalente a unos 27.137.000 ECU, abonado en un solo afio, rebasaba claramente
dicho limite.
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Respecto a la alegacién de la Comisién segiin la cual de la declaracién del Secreta-
rio de Estado de Presupuestos, citada por la demandante (véase el apartado 42
supra), se desprendia que, en cualquier caso, la medida de que se trata sélo se
referia a las sociedades de carreras y no a PMU, procede sefialar que resulta con-
tradicha por la propia Decisién impugnada, que se refiere tinicamente a las medidas
adoptadas por las autoridades francesas en beneficio de PMU (véase a este respecto
el escrito de incoacién del procedimiento del apartado 3 del articulo 93 del Tra-
tado, asf como la Parte V de la Decisién impugnada). En efecto, la Decisién impug-
nada no contiene ninguna consideracién segin la cual la razén por la que no se
aplicaba en el presente caso el apartado 1 del articulo 92 del Tratado era que la
medida de que se trata no se referia a PMU, empresa directamente afectada por la
incoacién del procedimiento, sino a las sociedades de carreras.

Ademis, esa misma alegacién de la Comisién resulta contradicha por el conjunto
de su argumentacién, tal como aparece expuesta, en particular, en su escrito de
contestacidn, en el que alega que la apreciacién en la Decisién impugnada de la
medida de que se trata estaba justificada por cuanto «las actividades de PMU resul-
taban obstaculizadas por el régimen tributario, y era necesario poner remedio a
ello», y que dicha medida tiene como consecuencia «la mejora de la situacién de
PMUD> lo que permitirfa «a la Hacienda Publica francesa obtener un beneficio con-
siderable». Por dltimo, si bien es cierto, segin se desprende de la citada declaracién
(véase el apartado 42 supra), que el Estado francés aporté una ayuda de 180 millo-
nes de FF «en beneficio de las sociedades», se desprende igualmente de ello que
dicha «ayuda» constitufa el objeto de un acuerdo celebrado entre el Estado francés,
las sociedades de carreras y PMU y que su finalidad era, entre otras cosas, ayudar
a las sociedades de carreras, miembros de PMU, a proceder a «unos mil despidos,
fundamentalmente en PMU». Por consiguiente, no puede acogerse dicha alegacién
de la Comisién.

De lo antedicho se deduce que los tres criterios citados, tal y como se aplican en el
caso de autos, no podian justificar la conclusién de que la reduccién del tipo de la
exaccibén no tenia el caricter de una ayuda a efectos del apartado 1 del articulo 92
del Tratado sino que se asemejaba a una reforma mediante un ajuste fiscal justifi-
cada por la naturaleza y la estructura de dicho sistema. En consecuencia, debe anu-
larse esta parte de la Decisién impugnada.
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Sobre los créditos a corto plazo que permiten a PMU aplazar el pago de determi-
nados exacciones sobre las puestas

— Resumen de las alegaciones de las partes

La demandante afirma que las exacciones cuyo pago se aplaza constituyen exaccio-
nes publicas, como reconocié la Comisidn, por otra parte, en el punto 5 de la
Parte IV de la Decisién impugnada. Pues bien, la imposicién de tales exacciones
ptblicas por parte del Estado y el desembolso de la totalidad o una parte del pro-
ducto de éstas por este tltimo constituyen, con arreglo a la jurisprudencia sobre la
materia, una ayuda de Estado a efectos del apartado 1 del articulo 92 del Tratado.
En consecuencia, la decisién del Estado francés de autorizar a PMU a aplazar el
pago de la parte de las exacciones que le corresponde, esti comprendida dentro del
dmbito de la prohibicién de dicho articulo del Tratado (sentencias del Tribunal de
Justicia de 22 de marzo de 1977, Steinike & Weinlig, 78/76, Rec. p. 595; de 13 de
diciembre de 1983, Apple and Pear Development Council, 222/82, Rec. p. 4083, y
de 30 de enero de 1985, Comisién/Francia, 290/83, Rec. p. 439).

Segiin la demandante, la modificacién de las normas sobre el pago de las exacciones
al Estado no puede considerarse, contrariamente a lo que afirma la Comisién,
como una modificacién de caricter general del tipo de la tributacién de las carreras
de caballos, dado que dicha modificacién beneficiarfa a PMU y no al sector de las
carreras hipicas en general. La demandante considera que el hecho de que los «cré-
ditos a corto plazo» beneficien también a las sociedades de carreras miembros de
PMU, no es 8bice para la existencia de una ayuda concedida a favor de esta tltima
ni para la inexistencia de caricter general de la ayuda de que se trata, dado que las
sociedades de carreras miembros de PMU no son miés que diez de las doscientas
setenta y cinco sociedades de carreras restantes que existen en Francia y que PMU
tan sélo acepta apuestas sobre menos del 1 % de las carreras organizadas en los
hipédromos que no pertenecen a sus miembros. Asi lo confirman, por un lado, un
informe del Tribunal de Cuentas francés de 1987, segiin el cual la modificacién de
las normas de pago de las exacciones al Estado tiene por objeto ayudar a PMU a
cubrir el coste del aumento de las comisiones adeudadas a sus puntos de venta y,
por otro lado, la respuesta del Ministerio francés de Economfa, Hacienda y Priva-
tizaciones al citado informe, segiin la cual el régimen tributario conferido a PMU
representa «una excepcién al régimen comiin».
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La demandante afirma que estamos ante una modificacién ad hoc y temporal del
sistema de exacciones a favor de una empresa determinada, de manera que, habida
cuenta de la jurisprudencia con arreglo a la cual el régimen tributario que favorece,
aunque sea de manera permanente, a un sector determinado constituye una ayuda
de Estado (sentencia del Tribunal de Justicia de 12 de julio de 1973, Comisién/
Alemania, 70/72, Rec. p. 813, y de 24 de febrero de 1987, Deufil/Comisién, 310/85,
Rec. p. 901), otro tanto puede decirse, @ fortiori, de las medidas que favorecen a
una sola empresa.

Respecto a la alegacién de la Comisién segiin la cual la modificacién del régimen
de pago de las exacciones al Estado estd justificada por el propésito de las autori-
dades francesas de equiparar el régimen del pago de las exacciones de PMU al de
las exacciones de Loto (punto 5 de la Parte IV de la Decisién impugnada), no debe
acogerse, segtin la demandante, en la medida en que, por un lado, no forma parte
de la apreciacién juridica de la Comisién en la Decisién impugnada y, por otro
lado, esta tltima no explic las razones por las que eran erréneas las conclusiones
en sentido-contrario del Tribunal de Cuentas sobre este punto.

Con caricter subsidiario, la demandante solicita al Tribunal de Primera Instancia
que anule dicha parte de la Decisién impugnada por falta de motivacién.

La Comisién afirma que resulta inaplicable la jurisprudencia citada por la deman-
dante, segiin la cual constituyen ayudas de Estado las medidas fiscales especiales
adoptadas a favor de un sector econdmico concreto, puesto que el presente asunto
no se refiere a un régimen tributario normal, aplicable a todas las empresas, sino a
un sistema de tributacién excepcional destinado a un solo operador. Las modifica-
ciones introducidas en dicho sistema no pueden valorarse, por tanto, de la misma
forma que las introducidas en un sistema general de tributacién. Segiin la Comi-
si6n, la tesis de la demandante tiene como consecuencia que las autoridades fran-
cesas no pueden modificar nunca la tributacién de las apuestas sobre las carreras de
caballos, lo cual no es en modo alguno el objetivo del articulo 92 del Tratado.
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La Comisién afiade a este respecto que, si bien es cierto que en sus concluisiones en
el asunto en el que recay6 la sentencia del Tribunal de Justicia de 17 de marzo de
1993, Sloman Neptun (asuntos acumulados C-72/91 y C-73/91, Rec. pp. 1-887
y ss., especialmente p. I-903), el Abogado General Sr. Darmon recurrié al concepto
de «excepcibén» en el sentido de que una medida que no se aplica a todas las empre-
sas o a todos los sectores industriales que pueden beneficiarse de ella constituye
una ayuda, dicho criterio no es aplicable sin mis al sector de las apuestas hipicas.
Al tratarse, en efecto, de un sector sujeto a un régimen tributario mis riguroso que
el normal, el dnico criterio utilizable para determinar si una modificacién de dicho
régimen tributario especial constituye o no una ayuda de Estado es, seglin la
Comisién, el que permite determinar si se trata de una modificacién permanente o
de una modificacién temporal, al ser esta tltima la Gnica que puede constituir una
ayuda de Estado.

Por otra parte, la Comisién niega que la medida de que se trata haya beneficiado
tinicamente a PMU, dado que los ingresos obtenidos por PMU se reparten a con-
tinuacién entre sus miembros, las sociedades de carreras, por lo que la medida de
que se trata ha beneficiado a cada una de ellas. E]l hecho de que las sociedades de
carreras que son miembros de PMU representen tan solo una parte de todas las
sociedades de carreras francesas carece de relevancia, dado que son las tinicas suje-
tas al régimen tributario de que se trata.

Por dltimo, la Comisién sefiala que las referencias que hace en repetidas ocasiones
la demandante al Informe del Tribunal de Cuentas francés de 1987 no son perti-
nentes, dado que éste no es competente para pronunciarse sobre la cuestién de si
medidas fiscales o parafiscales constituyen ayudas de Estado a efectos del apartado
1 del articulo 92 del Tratado.

La parte coadyuvante suscribe la argumentacién de la Comisién y afiade que la
tesis de la demandante, segiin la cual las ayudas concedidas a PMU benefician tan
s6lo a un niimero limitado de criadores de caballos franceses, no es fundada puesto
que todas las sociedades de carreras pueden virtualmente disfrutar de servicios de
dicho organismo.
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Por lo que se refiere a los recursos obtenidos de PMU, la parte coadyuvante
subraya que éstos van a todos los criadores franceses, ya que las primas y estimulos
van destinados a los criadores, propietarios y demis profesionales del mundo del
caballo, correspondiendo asi, en gran parte, a las sociedades de carreras que no son
miembros de PMU.

— Apreciacién del Tribunal de Primera Instancia

La negativa de la Comisién a calificar la medida que se examina como ayuda de
Estado a efectos del apartado 1 del articulo 92 del Tratado, estd motivada por la
consideracién de que el régimen tributario aplicable a PMU, y mis generalmente al
sector de las carreras hipicas, no es un régimen que establece excepciones al régi-
men tributario general, sino un régimen «excepcional», justificado por las peculia-
ridades del sector de que se trata, y que, analizado a la luz de los criterios aplicados
por la Comisién a la ayuda resultante de la modificacién del tipo de las exacciones
abonadas por PMU (véanse los apartados 68 y 69 supra), esta medida no constituye
una ayuda de Estado, puesto que no se trata de una ayuda concreta y «<ha supuesto
un aumento de la parte de exaccién sin caricter piblico de forma continua desde
1981» sin «renuncia temporal a los recursos por parte de las autoridades piblicas»
(punto 5 de la Parte V de la Decisién impugnada).

Procede pues examinar, en primer lugar, si la Comisién afirmaba justificadamente
que el régimen tributario aplicable al sector de las carreras hipicas no constituia en
si mismo un régimen que establecia excepciones respecto al régimen tributario
general, sino un régimen especifico, destinado a regular Gnicamente el sector
correspondiente.

En la medida en que las actividades de PMU son objeto de una normativa especi-
fica, que le garantiza una exclusividad para la organizacién de las apuestas mutuas
en Francia (véase el apartado 2 supra), y en que el régimen tributario aplicable a las
mismas tiene en cuenta no solamente dicha particularidad, sino el conjunto de las
peculiaridades del sector de las carreras hipicas en Francia, la Comisién conside-
raba justificadamente que el sistema especifico de exacciones, que determina la
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parte de los recursos procedentes de las apuestas que corresponde al Estado, a los
apostantes, a PMU vy a las sociedades de carreras, respectivamente, no constituia un
régimen que establecia excepciones respecto al sistema tributario generalmente
aplicable a otras actividades y que, por consiguiente, la medida de que se trata
debia examinarse tinicamente dentro del dmbito del sistema tributario especifico
del sector de las carreras hipicas.

No obstante, el mero hecho de que dicha medida se 1‘1]3. por un régimen especifico
y no por un régimen que establece excepciones al régimen tributario general, no
puede evitar que le sea aplicable el apartado 1 del articulo 92 del Tratado. Quedan
por examinar, por tanto, los efectos de dicha medida para verificar si el apartado 1
del articulo 92 del Tratado ha sido correctamente declarado inaplicable en el pre-

p P
sente caso.

El Tribunal de Primera Instancia sefiala que la Comisién admite en la Decisién
impugnada que la medida examinada ha constituido una renuncia por parte de las
autoridades estatales a recursos que le corresponden, que «ha supuesto un aumento
de la parte de exaccién sin caricter piiblico de forma continua desde 1981». Pues
bien, como acaba de recordarse, una medida estatal, sea de caricter permanente o
temporal, que concede ventajas financieras a una empresa y mejora su situacién
econdémica, estd comprendida dentro del concepto de ayuda de Estado a efectos del
apartado 1 del articulo 92 del Tratado (véase el apartado 52 supra), de manera que
la distincién entre una modificacién permanente y una modificacién temporal de
las modalidades de pago de las exacciones no constituye un criterio suficiente para
excluir la aplicacién, en el caso de autos, del apartado 1 del articulo 92 del Tratado
(véase el apartado 56 supra).

Respecto al hecho de que la modificacién del régimen del pago a Hacienda de las
exacciones piiblicas no ha constituido una medida concreta y que establece excep-
ciones, sino una modificacién de cardcter general del régimen tributario que bene-
ficia a todo el sector de las carreras hipicas, el Tribunal de Primera Instancia sefiala
que, en contra de lo que afirma la Comisién, la Decisién impugnada no contiene
ninguna consideracién en este sentido y que, segin el punto 5 de la Parte IV de
dicha Decisidn, el desfase de los pagos adeudados a Hacienda fue concedido por el
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Ministro de Presupuestos tinicamente en beneficio de PMU. El hecho de que la
institucién de las apuestas mutuas en Francia pueda proporcionar, en general, ven-
tajas no solamente a los miembros de PMU, sino también, de manera indirecta, a
sociedades que no lo son, no puede constituir un elemento decisivo de valoracién.
En efecto, si bien es cierto que una ayuda concedida a un operador econémico
determinado puede beneficiar también indirectamente a otros operadores cuyas
actividades dependan de la actividad principal del beneficiario directo de la ayuda
de que se trate, dicha consideracién no basta para llegar a la conclusién de que la
medida de que se trata es una medida de caricter general no comprendida dentro
del 4mbito de aplicacién del apartado 1 del articulo 92 del Tratado, sino que a lo
sumo puede, eventualmente, beneficiarse de la excepcién sectorial prevista al efecto
por la letra c) del apartado 3 del articulo 92 del Tratado.

Ademis, como subraya la Comisién en la Decisién impugnada (véase el punto 7 de
la Parte V), a efectos de la aplicacién del apartado 1 del articulo 92 del Tratado,
procede distinguir entre actividad principal de PMU, a saber, la organizacién y
gestién de las apuestas, y actividad de sus miembros, a saber, la organizacién de las
carreras hipicas. Por consiguiente, suponiendo incluso que los créditos a corto
plazo concedidos a PMU beneficien, de una u otra forma, a todo el sector de las
carreras hipicas, no es menos cierto que dichas ventajas financieras permiten a
PMU mejorar su posicién en el mercado de la recogida de apuestas, tanto por lo
que respecta al mercado nacional como a los mercados internacionales, a través de
PMI, en competencia directa con la demandante (Parte ITI de la Decisién impug-
nada). En cualquier caso, es necesario sefialar que las alegaciones formuladas a este
respecto por la Comisién y por la parte coadyuvante no figuran en la apreciacién
juridica de la Decisién impugnada, por lo que debe también considerarse que dicha
Decisién adolece en este punto de insuficiencia e incluso de falta de motivacién.

Por tltimo, la alegacién de la Comisién segtin la cual la intervencién estatal de
referencia se inscribe en el contexto de un régimen tributario especialmente rigu-
roso del sector de carreras, que es claramente superior al de otros sectores, formu-
lada por primera vez ante el Tribunal de Primera Instancia, sin aportar elementos
de prueba suficientes, no puede demostrar por si sola la fundamentacién de la tesis
de la Comisién.
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En estas circunstancias, la imputacién de la demandante basada en una aplicacién
errénea del apartado 1 del articulo 92 respecto a los créditos a corto plazo conce-
didos a PMU es fundada, por lo que debe anularse dicha parte de la Decisién
impugnada.

Sobre la exencién del Impuesto de Sociedades

— Resumen de las alegaciones de las partes

La demandante afirma que la Decisién adolece de un error de Derecho, en la
medida en que la Comisién consideré que la exencién del Impuesto de Sociedades
de que disfruta PMU era consecuencia de la aplicacién normal del régimen tribu-
tario general que excluye del 4mbito de aplicacién de dicho Impuesto a las AIE.

Explica que no se trata, en el presente caso, de la exencién del Impuesto de Socie-
dades en beneficio de PMU, sino en beneficio de las sociedades miembros de
PMU, como sefialaba en su denuncia de 7 de abril de 1989 y en su escrito de
requerimiento de 5 de noviembre de 1992. Afiade que, segiin el Tribunal de Cuen-
tas francés, dicha exencién a favor de sociedades de carreras era ilegal incluso con
arreglo al Derecho francés. Ademds, no se concede ninguna exencién de dicha
naturaleza a otras sociedades de carreras o miembros de una AIE,

Por iltimo, la demandante se opone a la desestimacién presunta de la imputacién
contenida en su denuncia, segin la cual la exencién del Impuesto sobre la Renta de
que disfruta PMU constituye también una medida de ayuda de Estado, alegando
que, en este punto, la Decisién impugnada carece de motivacién alguna.
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La Comisién explica que si PMU no estd sujeta al Impuesto de Sociedades, es por-
que no dispone, en su condicién de AIE, de un capital propio, al poderse integrar
sus resultados econémicos directamente en los de sus miembros, de manera que
resulta fiscalmente transparente, es decir, que el Impuesto recae no sobre ella, sino
sobre sus miembros. Respecto a la alegacién de la demandante segiin la cual dicho
Impuesto debié ser pagado por las sociedades de carreras, la Comisién replica que
tinicamente inicié el procedimiento del apartado 2 del articulo 93 del Tratado con-
tra las ayudas concedidas a favor de PMU y no a favor de las sociedades de carre-
ras.

Respecto a la supuesta desestimacién presunta de la imputacién de la demandante
relativa a la exencién del Impuesto sobre la Renta en beneficio de PMU, la Comi-
sién sefiala que dicha medida no fue abordada en la decisién de iniciacién del pro-
cedimiento con arreglo al apartado 2 del articulo 93 y no podia por consiguiente,
ser tratada en la Decisién impugnada.

La parte coadyuvante subraya que, admitiendo que la actividad de las apuestas siga
estando aislada del resto de la actividad de las sociedades de carreras y que la parte
reservada a los jugadores permanezca constante, si las sociedades de carreras estu-
viesen sujetas al Impuesto de Sociedades y al régimen tributario comtin, el importe
de sus pagos seria menor. Segiin la parte coadyuvante, si se aplicase un IVA al tipo
normal (18,6 %) a la parte que no corresponde a los jugadores (28 % de las canti-
dades apostadas), los recursos brutos de las sociedades de carreras ascenderfan al
22,8 % de las cantidades apostadas [28 % — (28 % x 18,6 %) = 28 % — 5,2 %]. El
«beneficio» antes de impuestos de PMU serfa entonces igual a dicho resultado,
menos los gastos de gestién de PMU, es decir, 17,3 % (22,8 % — 5,5 %). El
Impuesto de Sociedades, calculado al tipo actual del 33 % sobre los beneficios,
ascenderia al 5,7 % de las cantidades apostadas (17,3 % x 33 %). La parte final de
las sociedades de carreras seria pues, una vez deducidos los gastos de gestién de
PMU, del 11,6 % de las cantidades apostadas (17,3 % — 5,7 %), mientras que en la
actualidad esti comprendida entre el 4,5 % y el 5 %. De ello se desprende que el
mecanismo actual de tributacién de PMU, que prevé la exencién del Impuesto de
Sociedades, no constituye una ayuda de Estado en beneficio de las sociedades de
carreras.

II- 38



89

90

971

92

LADBROKE RACING / COMISION

— Apreciacién del Tribunal de Primera Instancia

El Tribunal de Primera Instancia sefiala que, segiin la Decisién impugnada, la exen-
cién del Impuesto de Sociedades de que disfruta PMU es consecuencia de la apli-
cacién normal del régimen tributario general, en la medida en que dicho Impuesto
no se aplica a las AIE. No obstante, la demandante, sin oponerse a la fundamen-
tacién de dicha afirmacidn, alega que, segiin se deduce de su denuncia, en el pre-
sente caso, no es la exencién del pago de dicho Impuesto en beneficio de PMU lo
que es objeto de controversia, sino la exencién de que disfrutan las sociedades de
carreras.

Procede examinar, por consiguiente, si el hecho de que la Comisién, contraria-
mente a lo que denuncié la demandante, no creyera necesario incoar el procedi-
miento contra las sociedades de carreras, sino Ginicamente contra PMU, puede afec-
tar a la legalidad de la Decisién impugnada.

Procede sefialar a este respecto que el derecho de los terceros a presentar una
denuncia ante la Comisién por infraccién del articulo 92 del Tratado obligindola
de esta forma a incoar el procedimiento previsto en el apartado 2 del articulo 93 del
Tratado contra el Estado miembro de que se trate y a adoptar en su caso a la
conclusién de éste una decisién final, no se rige por ninguna norma o disposicién
del Derecho derivado equivalente al Reglamento n® 17 del Consejo, de 6 de febrero
de 1962, Primer Reglamento de aplicacién de los articulos 85 y 86 del Tratado (DO
1962, 13, p. 204; EE 08/01, p. 22).

No obstante, si la Comisién decide desestimar una denuncia adoptando una deci-
sién al efecto, esta deberd ser motivada, con arreglo al articulo 190 del Tratado,
para que el interesado pueda conocer su justificacién y, en su caso, hacer valer sus
derechos ante el érgano jurisdiccional comunitario. En el caso de autos, sin
embargo, no se ha producido una decisién desestimatoria expresa de la denuncia de
la demandante sino, por el contrario, la adopcién de una decisién de incoacién del
procedimiento con arreglo al apartado 2 del articulo 93 del Tratado, mediante
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escrito dirigido al Gobierno francés y publicado en el Diario Oficial de las Comu-
nidades Europeas (véase el apartado 5 supra). En estas circunstancias, si la deman-
dante estimaba que, al actuar de esta forma, la Comisién no habia definido su
posicién sobre todas las medidas estatales indicadas en su denuncia, habria debido
requerir a la Comisién para que actuara con arreglo al articulo 175 del Tratado.

A este respecto, el Tribunal de Primera Instancia sefiala que de los autos se des-
prende que en su escrito de 11 de agosto de 1992, Ladbroke requirié efectivamente
a la Comisién para que definiera su posicién en virtud del articulo 175 del Tratado
respecto a las ayudas indicadas en su denuncia que no habian sido objeto de la
Decisién provisional (véase el apartado 9 s#pra) y que la Comisién, mediante
escrito de 12 de octubre de 1992, respondié a dicho requerimiento (véase el apar-
tado 10 supra). Sin embargo, tras dicha respuesta de la Comisién, Ladbroke la
requirié de nuevo, pero instindola a que definiera su posicién tinicamente respecto
a las medidas que fueron objeto de las decisién de incoacién del procedimiento
(véase el apartado 11 su#pra). Al no haber atendido la Comisién este segundo
requerimiento, Ladbroke interpuso un recurso por omisién ante este Tribunal, del
que desistié, no obstante, a raiz de la adopcién de la Decisién impugnada (véanse
los apartados 12 a 14 supra). Pues bien, s1 Ladbroke consideraba que la respuesta
de la Comisién a su primer requerimiento no constituia una definicién de posicién
sobre todas las medidas indicadas en su denuncia, habria debido requerir de nuevo
a la Comisién para que definiera su posicién sobre todas las medidas denunciadas
y no limitarse a instarla para que definiera su posicién tnicamente respecto a las
medidas afectadas por la incoacién del procedimiento. Si, por el contrario, Lad-
broke estimaba que la respuesta de la Comisién a su primer requerimiento consti-
tufa una definicién de posicién, consistente en una desestimacién presunta de la
parte de su escrito en la que se denunciaba la medida examinada, habria debido
interponer un recurso de anulacién, con arreglo al parrafo cuarto del articulo 173

del Tratado.

De lo antedicho se desprende que, al no haber iniciado y proseguido el procedi-
miento previsto en el articulo 175 del Tratado, ni interpuesto, dentro del plazo
sefialado, un recurso de anulacién, la demandante no esti legitimada, en cualquier
caso, para impugnar en el marco del presente recurso el hecho de que la Comisién,
que no ha incoado el procedimiento respecto a la medida de que se trata, no se
haya pronunciado sobre esta misma medida en la Decisién impugnada.
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Lo mismo puede decirse, y por los mismos motivos, de la alegacién de la deman-
dante basada en la desestimacién presunta de la imputacién contenida en su denun-
cia relativa a la exencién del Impuesto sobre la Renta de que disfruta PMU.

Sobre la puesta a disposicién de PMU de las ganancias no reclamadas

— Resumen de las alegaciones de las partes

La demandante afirma, en primer lugar, que la Decisién impugnada adolece de un
primer lugar, que Ia Decision impug

error de Derecho, en la medida en que la Comisién consideré que la puesta a
disposicién de PMU de las ganancias no reclamadas, conforme al Decreto 83-878

P g > )
para financiar gastos sociales, no constitufa una ayuda de Estado, ya que dichas
ganancias se consideraban «recursos normales», que forman parte de las exacciones
sin cardcter piiblico, y no «fondos estatales» a efectos del apartado 1 del articulo 92

del Tratado.

Segtn la demandante, dado que la tributacién de las exacciones y su reparto son
decididos por el Estado francés, serfa erréneo calificar los recursos de que se trata
como exacciones sin cardcter piblico, al constituir una ayuda de Estado toda trans-
ferencia de recursos a PMU prevista por medidas de Derecho piblico. En cual-
quier caso, aun cuando se considerasen las ganancias no reclamadas recursos nor-
males de las sociedades de carreras, no serfa menos cierto que la modificacién
introducida por el articulo 27 del Decreto 83-878, constituiria una ayuda de
Estado, en la medida en que la decisién que permite a PMU disponer de dichas
cantidades fue adoptada a iniciativa del Estado y con la aprobacién de éste (sen-
tencias del Tribunal de Justicia, Comisién/Francia, antes citada, apartados 14 a 15,
y de 2 de febrero de 1988, Van der Kooy/Comisién, asuntos acumulados 67/85,
68/85 y 70/85, Rec. p. 219, apartados 32 a 38).
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La demandante afirma, en segundo lugar, que los recursos procedentes de las
ganancias no reclamadas y puestas a disposicién de PMU tenian por objeto en rea-
lidad financiar los gastos de funcionamiento de PMU derivados de la informatiza-
cién de sus operaciones de gestién de las apuestas. Explica a este respecto que,
antes de la adopcién del Decreto 83-878, un Decreto de 18 de julio de 1941 esta-
blecia que las sociedades de carreras podian conservar las ganancias no reclamadas
a condicién de que dichas cantidades fuesen utilizadas exclusivamente para una
categoria determinada de empleados del sector de las carreras de caballos y que la
cantidad sobrante debia ser entregada al Estado. Pues bien, el cambio introducido
por el Decreto 83-878 consistiria precisamente en permitir a PMU utilizar dichas
ganancias en su propio beneficio. En apoyo de sus alegaciones, la demandante hace
referencia al informe del Tribunal de Cuentas francés, segin el cual los recursos
puestos a disposicién de PMU «no sujetos al IVA y generadores de aportes finan-
cieros importantes (24,6 millones de FF en 1985)» serfan utilizados «para financiar
hasta los 105 millones el plan social del sector de las carreras», de los cuales tres
cuartas partes se reservarian «a PMU, con el fin de pagar un complemento de
indemnizacién por despido a los empleados titulares de los que deba separarse a
raiz de la informatizacién de las operaciones de gestién de las apuestas (del orden
de 75 millones de FF para 750 asalariados)».

Por iltimo, la demandante sefiala que, en la medida en que el articulo 281 bis del
code général des impdts francés prevé que la retribucién percibida por los organi-
zadores de apuestas mutuas estd sujeta al IVA, el hecho de que PMU no esté sujeta
al IVA en lo que respecta a las ganancias no reclamadas constituye asimismo una
ayuda de Estado a efectos del apartado 1 del articulo 92 del Tratado, de suerte que,
también por este motivo, la Decisién adolece de un error de Derecho.

La Comisién recuerda que en Francia, las cantidades de que se trata tinicamente
pueden ser utilizadas para determinadas categorias de gastos sociales. Sefiala que, a
partir del Decreto 74-954, toda cantidad no destinada a tal fin pertenece al Estado
y que el Decreto 83-878 no ha hecho mis que modificar las categorfas de gastos
paras las cuales podian ser utilizadas las ganancias no reclamadas. El hecho de que
dicha modificacién haya tenido como consecuencia reducir la parte de las ganan-
cias no reclamadas perteneciente al Estado no significa pues que se trate de una
ayuda de Estado.
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La Comisién afirma que la impugnacién por la demandante de la calificacién de los
importes de que se trata como «exacciones sin caricter publico» («non—pubhc
levies») se debe a una confusién causada por la utilizacién del término inglés
«levy», que se refiere a una exaccién fiscal. La demandante considera de esta forma
erréneamente que los 30 FF percibidos por PMU de cada 100 FF de apuestas (véa-
se el apartado 16 supra) constitufan una exaccién del Estado y que toda distribu-
cién de una parte de dicho importe constituia una ayuda de Estado. En realidad,
sélo una parte de esos 30 FF, a saber, 18 FF, retenidos por las autoridades francesas,
deberia considerarse exaccién fiscal propiamente dicha. Asi pues, al tratarse de una
exaccién sin caricter piiblico que no pertenece al Estado y que no puede conside-
rarse por tanto una exaccién fiscal, no puede aplicarse el criterio de recurso de
Estado en el presente caso.

La Comisién afiade que, aunque no haya pretendido refutar en sus escritos la
afirmacién de la demandante de que la medida de que se trata tenfa por objeto
contribuir a la informatizacién de PMU, el hecho de permitir la utilizacién de las
ganancias no reclamadas para conceder un complemento de la indemnizacién por
despido al personal excedentario era una medida social que beneficiaba mis al per-

sonal despedido que a la propia PMU.

Respecto a la afirmacién de la demandante segiin la cual el hecho de que las ganan-
cias no reclamadas no estén sujetas al IVA constituye también una ayuda de
Estado, la Comisién sefiala que se trata de una alegacién nueva que no figuraba en
su denuncia y no podia por tanto ser tomada en consideracién en la Decisién
impugnada.

La parte coadyuvante explica que, hasta la adopcién del Decreto 74-954, las ganan-
cias no reclamadas correspondian integramente a las sociedades de carreras, y que
dicho Decreto tinicamente limité la utilizacién posible de dichas ganancias para
determinados gastos sociales de las sociedades de carreras, correspondiendo en
todo caso al Estado las ganancias no utilizadas (apartado 4 del articulo 20 del
Decreto). El Decreto 83-878 no hizo sino ampliar las utilizaciones posibles de
dichas ganancias a otras acciones directamente vinculadas con la actividad de las
sociedades de carreras, como los gastos de vigilancia y de funcionamiento, los
incentivos a la crfa y las inversiones vinculadas a la organizacién de las carreras y
de la admisién de apuestas (articulo 27 del Decreto). Tanto antes de 1974, como
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entre 1974 y 1983, y después de 1983, las sociedades de carreras siempre tuvieron la
facultad de utilizar la totalidad de las ganancias no reclamadas; lo tdnico que
cambié fue el dmbito de las utilizaciones posibles, de suerte que estaba justificado
considerar que dichos recursos eran recursos normales de las sociedades de carre-
ras.

— Apreciacion del Tribunal de Primera Instancia

El Tribunal de Primera Instancia sefiala, con caricter preliminar, que de las alega-
ciones de las partes se desprende que la medida de referencia permitié a las socie-
dades de carreras cubrir, entre otros, los gastos sociales de PMU derivados del des-
pido de una parte de su personal excedentario. El Tribunal de Primera Instancia
estima que procede examinar, en primer lugar, si los recursos procedentes de las
ganancias no reclamadas constituyen «recursos normales», en el sentido que
defiende la Comisién, que alega que no concurre en el presente caso uno de los
requisitos para la aplicacién del apartado 1 del articulo 92 del Tratado, a saber, la
transferencia de fondos estatales al beneficiario de una ayuda.

A este respecto, procede sefialar que, segiin se desprende de los autos, si bien antes
de 1974 las ganancias no reclamadas pertenecian integramente a las sociedades de
carreras, el Decreto 74-954 limité por primera vez la utilizacién de dichas ganan-
cias a determinados gastos sociales, debiendo abonarse al Estado las ganancias no
utilizadas a tal efecto. El apartado 4 del articulo 20 del citado Decreto disponia en
efecto que «las sociedades de carreras pueden ser autorizadas cada afio por las
autoridades competentes para aprobar su presupuesto, para destinar el producto de
las entradas no pagadas a la asignacién de donativos, de prestaciones de asistencia o
de ventajas de previsién o de jubilaciones complementarias a favor de su personal,
con exclusién de cualesquiera otras ventajas. Dichas cantidades deberdn ser abona-
das a uno de los organismos previstos en el articulo 25 siguiente o a un centro de
formacién profesional. La fraccién del producto de las entradas no pagadas que no
se destine a la financiacién de las acciones definidas en el pirrafo precedente se
abonari a los Presupuestos Generales del Estado».

De dicha disposicién de la legislacién francesa resulta que la posibilidad de que las
sociedades de carreras utilicen las ganancias no reclamadas no solamente estaba
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sujeta a una restriccién respecto a su utilizacién (gastos sociales) sino que depen-
dfa, ademds, de una autorizacién previa de las «autoridades competentes para apro-
bar su presupuesto». Segiin el citado Decreto, dichas autoridades son el Ministro
de Agricultura y el Ministro de Economia y Hacienda (véanse los articulos 22 y 23
del Decreto) y, segtin el Decreto 83-878, que sustituyé al Decreto 74-954, el Minis-
tro de Agricultura y el Ministro encargado del Presupuesto (articulos 29 y 30 del
Decreto 83-878). Pues bien, si se considerase que la utilizacién de las ganancias no
reclamadas constitufa, como se subraya en la Decisién impugnada, «recursos nor-
males», el legislador francés no podria limitar reglamentariamente su utilizacién a
gastos estrictamente determinados, con lo que dichos recursos pertenecerian auto-
miticamente al presupuesto del Estado.

En estas circunstancias, los recursos de que se trata no pueden considerarse «recur-
sos normales» pertenecientes a las sociedades de carreras y a PMU, sino «fondos
estatales» cuya eventual afectacién al presupuesto del Estado estd en funcién de
que retinan los requisitos establecidos por el legislador.

A esta misma conclusién puede llegarse también a partir del Decreto 83-878,
mediante el cual el legislador francés, como han subrayado el Gobierno francés y la
Comisién, amplié las utilizaciones posibles de ganancias no reclamadas a otras
actividades de las sociedades de carreras, como la asignacién «de créditos de for-
macién profesional o de ventajas de previsién o de jubilacién complementaria a
favor del personal de las sociedades y de las cuadras de carreras asi como de los
jockeys» (apartado 5 del articulo 27 del referido Decreto). De esta forma, el legis-
lador francés no hizo, pues, sino renunciar efectivamente a fondos que, de otro
modo, habrian debido abonarse a los presupuestos del Estado, de suerte que, por
esta misma razén, se cumple en este caso el requisito para la aplicacién del apar-
tado 1 del articulo 92 del Tratado, referente a la transferencia de los fondos esta-
tales al beneficiario.

Pues bien, en la medida en que dichos recursos se utilizaron «para financiar en
. ’ . q . . PRI . P .

particular gastos sociales», como se indica en la Decisién impugnada, constituyen,

seglin reiterada jurisprudencia, una reduccién de las cargas sociales que debe
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soportar normalmente una empresa, y, en consecuencia, una ayuda para ésta (sen-
tencias del Tribunal de Justicia Italia/Comisién y Steinike & Weinlig, antes cita-

das).

Por consiguiente, la alegacién de la Comisién segin la cual la medida de que se
trata, pese a tener por objeto financiar los gastos sociales de las sociedades de
carreras vinculadas a la organizacién de las apuestas mutuas, no constituye una
ayuda de Estado, al no producirse una transferencia de fondos estatales, se basa en
premisas erréneas, y debe por tanto ser desestimada.

Por dltimo, por lo que se refiere a la alegacién de la demandante segtin la cual el
hecho de que PMU no esté sujeta al IVA en lo que respecta a las ganancias no
reclamadas constituye asimismo una ayuda de Estado, procede sefialar que este
punto no figuraba en su denuncia y no habia sido impugnado tampoco al incoarse
el procedimiento del articulo 92, por lo que la demandante no puede acusar a la
Comisién de no haberlo tratado en la Decisién impugnada.

Sobre la exencién en la aplicacién de la norma del desfase de un mes para la deduc-
cién del IVA, después del 1 de enero de 1989

— Resumen de las alegaciones de las partes

La demandante afirma que, si bien la Comisién, en la Decisién impugnada, consi-
dera que los efectos de la exencién en la aplicacién de la norma del desfase de un
mes para la deduccién del IVA en beneficio de PMU fueron neutralizados a partir
de 1989, mediante un depésito permanente de las sociedades de carreras en
Hacienda, no menciona, en cambio, ni el importe exacto de dicho depésito ni la
base con arreglo a la cual se revisa periédicamente dicho importe. La falta de
dichos datos seria tanto mds criticable si se tiene en cuenta que debido-a la supuesta
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existencia de dicho depésito la Comisién llegd a una conclusién diferente de la que
habfa expuesto inicialmente en su Decisién provisional.

La demandante solicita al Tribunal de Primera Instancia, como diligencias de
prueba, que ordene, por un lado, a la Comisién que indique el importe del depé-
sito permanente efectuado en 1989 en Hacienda, los criterios utilizados para su
revisién y la fecha en la que dichas revisiones se produjeron y, por otro lado, al
Gobierno francés que indique el coste anual que supondria exceptuar al Estado
francés del régimen del IVA y el interés anual que ha devengado el depésito de que
se trata entre el 1 de julio de 1989 y el 1 de julio de 1993, fecha en que fue derogada
finalmente la medida de que se trata.

La Comisién afirma que, el hecho de que en su Decisién provisional llegase ini-
cialmente a una conclusién diferente de la contenida en la Decisién impugnada por
la que respecta a la exencién en la aplicacién de la norma del desfase de un mes
para la deduccién del IVA, no puede afectar a la validez de esta tltima Decisién.

Por lo que se respecta al importe del depésito de referencia, la Comisién sefiala
que se trataba hasta 1988 de un importe fijo de 14 millones de FF, que se elevé a
més de 16 millones de FF en 1989 y a casi 20 millones de FF en 1993.

La parte coadyuvante afirma que, segin se desprende de los autos, el depésito en
Hacienda existe desde 1969 y no desde 1989, como se indica en la Decisién impug-
nada, de manera que la medida estatal de referencia nunca constituyé una ayuda de
Estado. Afiade que, si bien las autoridades francesas no han llamado la atencién de
la Comisién sobre el hecho citado durante el desarrollo del procedimiento, fue
porque dicho error de la Comisién no tenia ninguna consecuencia préctica para la
valoracién de la medida controvertida.
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— Apreciacién del Tribunal de Primera Instancia

El Tribunal de Primera Instancia sefiala, tomando como base la correspondencia
que la Comisién y la parte coadyuvante mantuvieron sobre este punto, desde la
iniciacién del procedimiento, aportada a peticién del Tribunal, que de los autos se
desprende que, durante el desarrollo del procedimiento, las autoridades francesas
indicaron claramente a la Comisién que, como contrapartida de la exencién en la
aplicacién de la norma del desfase de un mes para la deduccién del IVA concedida
a las sociedades de carreras el 1 de agosto de 1969, estas tltimas estaban obligadas
a proceder, a partir de dicha fecha, a un depésito permanente en Hacienda (escrito
dirigido a la Comisién por la Representacién Permanente de Francia ante las
Comunidades Europeas, de 7 de febrero de 1992).

Ademis, en la vista, la Comisién admitié, efectivamente, que el depésito perma-
nente de referencia existfa, no desde 1989, sino desde 1969 y que la Decisién
impugnada incurre en este punto en un error evidente.

De lo antedicho se desprende que el examen por la Comisién de la cuestién de si el
depésito permanente en Hacienda tenia como consecuencia la neutralizacién de las
facilidades de tesoreria derivadas del desfase para la deduccién del IVA, hubiera
debido referirse al periodo que comienza en 1969 o, al menos, en 1985, cuando fue
creada PMU como entidad juridica auténoma y no a partir de 1989. Por consi-
guiente, a falta de un examen detallado de la Comisién, que se remonte a 1969 o
1985, el Tribunal de Primera Instancia no puede pronunciarse sobre la cuestién de
si el depésito permanente mencionado pudo, a partir de 1969, neutralizar efectiva-
mente las ventajas de tesorerfa denunciadas, con lo que la medida de que se trata
no habria constituido nunca una ayuda de Estado y, en el supuesto contrario, a
partir de qué fecha la supuesta ayuda existié efectivamente, al no producirse una
compensacién efectiva de las ventajas denunciadas.

Dicha conclusién no resulta desvirtuada por las cifras aportadas por la Comisién
en el marco de sus respuestas a las preguntas del Tribunal de Primera Instancia,
contenidas en un escrito que le fue dirigido por la Representacién Permanente de

II-48



122

123

LADBROKE RACING / COMISION

Francia ante las Comunidades Europeas (véase el apartado 118 supra). Segiin
resulta de dichas cifras, si bien es cierto que por lo que se refiere a los afios 1985,
1986 y 1990, el importe del depésito permanente parece compensar el «efecto men-
sual medio» del beneficio que PMU obtenia de la exencién en la aplicacién de la
norma del desfase de un mes para la deduccién del IVA, no es menos cierto que,
por lo que respecta a los afios 1987, 1988 y 1989, PMU obtuvo una cantidad total
de 7.968.000 FE No obstante, en la medida en que la valoracién de dichas cifras no
fue efectuada por la Comisién en el momento de la adopcién de su Decisién, por
las razones expuestas mds arriba (véase el apartado 119), el Tribunal no puede,
basindose en las citadas respuestas escritas de las partes a sus preguntas, pronun-
ciarse sobre la existencia o no de una ayuda de Estado, pues de hacerlo asi invadiria
las competencias que el articulo 92 del Tratado tnicamente confiere a la Comisién
y al érgano jurisdiccional nacional.

Por otra parte, al adolecer en cualquier caso de un error la apreciacién por la
Comisién de la medida de que se trata, procede acoger las pretensiones de la
demandante y anular dicha parte de la Decisién impugnada.

Sobre la aplicacién errénea de la letra c) del apartado 3 del articulo 92 del Tratado

Motivos y alegaciones de la parte demandante

La demandante afirma que ninguna de las medidas estatales calificadas de ayuda de
Estado en la Decisién impugnada puede declararse compatible con el mercado
comiin, en virtud de la letra c¢) del apartado 3 del articulo 92 del Tratado, a saber:
1) la renuncia por el Estado francés, entre 1982 y 1985, en beneficio de PMU, a
importes resultantes de la prictica de redondear los premios de los apostantes a la
décima inferior, 2) a la exencién, antes de 1989, en la aplicacién de la norma del
desfase de un mes para la deduccién del IVA, y 3) la exencidén de la participacién
de PMU, hasta 1989, en la labor de construccién de viviendas subvencionadas.
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1. Sobre la renuncia, entre 1982 y 1985, a importes resultantes de la prictica de
redondear los premios de los apostantes a la décima inferior

La demandante sefiala con caricter preliminar que, como excepcién a la norma
fundamental de la prohibicién de las ayudas de Estado, la letra c) del apartado 3 del
articulo 92 del Tratado es de interpretacién estricta y que su aplicacién depende de
que concurran dos requisitos, uno positivo, a saber, que la ayuda de que se trate
facilite el desarrollo de determinados actividades o regiones econdmicas, y otra
negativa, a saber, que dicha ayuda no modifique las condiciones de los intercam-
bios de manera contraria al interés comtn. Seglin la demandante, no se cumple en
el presente caso ninguno de estos dos requisitos.

En primer lugar, la referencia en la Decisién impugnada a los «efectos directos e
indirectos de estas ayudas en el desarrollo del sector en todos sus componentes
econdémicos, incluida la mejora de la raza caballar» para demostrar que la ayuda de
referencia facilitaba el desarrollo de determinadas actividades (requisito positivo),
no puede cumplir dicha exigencia, ya que la referida ayuda no iba destinada ni a la
mejora de la raza caballar ni a las carreras hipicas sino que se referia a una actividad
especifica, como la de la admisién de apuestas fuera de los hipédromos. Afiade que
las actividades de PMU no tienen un vinculo directo con la cria de caballos y que
el porcentaje del volumen de negocios de PMU dedicado a la cria de caballos es
inferior a la parte de las exacciones percibidas por el Estado.

Dicha apreciacién de la Comisién es contraria, ademds, no sélo a la jurisprudencia
del Tribunal de Justicia sobre la materia (sentencia de 17 de septiembre de 1980,
Philip Morris Holland/Comisién, 730/79, Rec. p. 2671), sino también a las normas
de conducta que la propia Comisién se impuso en sus Décimo y Duodécimo
Informes sobre la politica de competencia. Del Décimo Informe se desprende que
una ayuda solamente es compatible con el mercado comin si contribuye «a la
realizacién de los objetivos e intereses comunitarios recogidos en el apartado 3 del
articulo 92 del Tratado CEE». Ademads, en su Duodécimo Informe, la Comisién
declaré que, para que pudiera considerarse que una ayuda no falsea la competencia
de manera contraria al interés comiin, 1) debia contribuir a favorecer el desarrollo
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del sector de que se trate en interés de la Comunidad en su conjunto, 2) debia ser
necesaria para la realizacién del proyecto de referencia, y 3)sus modalidades
(intensidad, duracién, grado de distorsién de la competencia, etc.) debian ser pro-
porcionadas a los objetivos pretendidos.

La Decisién impugnada ignora completamente el primero de los criterios citados.
La afirmacién contenida en el escrito de contestacién de la Comisién, segtin la cual
la ayuda de que se trata contribuye al desarrollo de una mayor eficacia de las
apuestas mutuas y «sobre todo a la mejora de la raza caballar, lo que constituye un
objetivo legitimo y conforme al interés de la Comunidad», constituye un motivo
nuevo y no puede, por tanto, ser tenido en cuenta por el Tribunal de Primera Ins-
tancia.

En cuanto al segundo criterio, relativo a la cuestién de si la ayuda de que se trata es
necesaria para la realizacién del proyecto de referencia, la demandante subraya que
dicha cuestién tinicamente fuec abordada por la Comisién en el escrito de contes-
tacién, en el que se indica que, sin dicha ayuda, la informatizacién de las activida-
des de PMU no hubiera podido llevarse a cabo. A falta de cualquier anélisis de este
efecto, no puede excluirse que las sociedades de carreras hubiesen podido financiar
la informatizacién de sus actividades reduciendo el nivel de precios o bien recu-
rriendo a préstamos bancarios.

Por lo que se refiere al tercer criterio, a saber, el cardcter proporcionado de la
intensidad de la ayuda con respecto a su objetivo, la demandante sefiala que, si las
demis medidas estatales adoptadas a favor de PMU y denunciadas por ella consti-
tuyen ayudas de Estado, la Decisidn estd viciada, al no haber evaluado la Comisién
la intensidad de todas las ayudas concedidas a PMU acumulativamente y no de
manera aislada. En cualquier caso, aunque dichas medidas no se considerasen ayu-
das de Estado, no es menos cierto que los efectos de la ayuda de que se trata, que
ascienden a 315 millones de FE habrian debido apreciarse a la luz de todas las ven-
tajas financieras de las que habia disfrutado PMU y cuyo importe, segin el
Informe del Tribunal de Cuentas francés, antes citado, se elevaba a 1.300 millones
de FF por lo que respecta Gnicamente al periodo comprendido entre 1982 y 1985.
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En segundo lugar, respecto a la cuestién de si la ayuda de que se trata falseaba la
competencia en una medida contraria al interés comin (requisito negativo), la
demandante afirma que la respuesta dada por la Comisién en la Decisién impug-
nada, segin la cual la informatizacién de las actividades de PMU se plante en un
momento en que PMU no habia ampliado sus actividades al extranjero ni tenia
prevista dicha ampliacién, se funda en premisas erréneas. Segin se desprende del
acta de una disertacién del Director General de PMU en la Sexta Conferencia de
Asociaciones Europeas de PMU celebrada en Londres en mayo de 1987, es decir,
antes de la creacién de PMI, PMU tenia previsto ya extender sus actividades al
extranjero. Esta conclusién parece corroborada ademis por la respuesta dada al
mismo tiempo que la citada declaracién por el Presidente de PMU al Primer Pre-
sidente del Tribunal de Cuentas francés respecto a un «proyecto de insercién en el
Informe publico [del Tribunal de Cuentas] relativo a la Institucién de las carreras y
el funcionamiento de PMU», en el que el Presidente de PMU lamentaba los efectos
de la publicacién de dicho Informe en un «momento en el que [PMU proseguia]
negociaciones con paises extranjeros que deseaban beneficiarse de [su] experiencia
en materia de gestién de las apuestas sobre las carreras y en el momento en que
[PMU iba] a tener que afrontar, en 1992, la competencia de los paises de la Europa
de los Doce».

Por tiltimo, la demandante sefiala que, cuando una empresa a) recibe una ayuda por
un importe elevado, b) no tiene que afrontar la competencia debido a su monopo-
lio y c) utiliza dicha ayuda para competir con otras empresas en mercados extran-
jeros, el requisito negativo de la letra c) del apartado 3 del articulo 92 del Tratado
CE no puede, en principio, considerarse cumplido, ya que dicha situacién es con-
traria al principio fundamental del mercado tnico caracterizado por la libre com-
petencia.

2. Sobre la exencién en la aplicacién de la norma del desfase de un mes para la
deduccién del IVA antes de 1989

La demandante sefiala que, en la medida en que, segin la Decisién impugnada, la
ayuda resultante de la exencién en la aplicacién de la norma del desfase de un mes
para la deduccién del IVA ha sido considerada compatible con el mercado comin
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hasta 1989, por las mismas razones que se expusieron respecto a la ayuda consti-
tuida por la renuncia entre 1982 y 1985 a importes resultantes del redondeo de los
premios de los apostantes a la décima inferior, de ello se deriva que, por las razones
expuestas miés arriba (véanse los apartados 124 a 131), no puede considerarse tam-
poco que dicha exencién reiine los requisitos establecidos para la aplicacién de la
letra c) del apartado 3 del articulo 92 del Tratado.

Afiade que la alegacién formulada por la Comisién en su escrito de contestacién,
segin la cual el requisito positivo para que una ayuda sea declarada compatible con
el mercado comiin con arreglo a la letra c) del apartado 3 del articulo 92, se cumple
en el presente caso ya que la ayuda de que se trata tenfa «como objetivo final la
mejora de la raza caballar y no solamente la continuacién de las actividades de
PMU o de las sociedades de carreras en cuanto tales», constituye una nueva moti-
vacién con respecto a la contenida en la Decisién impugnada, en la que se sefiala
que los efectos perturbadores de la ayuda de referencia no podfan anular los posi-
bles efectos «sobre el desarrollo del sector», lo cual se refiere tanto a la mejora de
la raza caballar como a las actividades de admisién de apuestas fuera de los hipé-
dromos.

Por tltimo, la demandante afirma que, al tratarse en el caso de autos de una ayuda
al funcionamiento, solo puede declararse compatible con el mercado comiin en
caso de circunstancias excepcionales (Duodécimo Informe sobre la politica de
competencia, apartado 160; sentencia Deufil/Comisién, antes citada), lo que no
ocurre en el presente caso.

3. Sobre la exencién hasta 1989 de la participacién en la labor de construccién

La demandante sefiala que, en la medida en que la Comisién considerd que la
ayuda concedida a PMU en forma de exencién de la participacién en la labor de
construccién podia, «al igual que la ayuda concedida mediante la exencién en la
aplicacién de la norma del desfase de un mes para la deduccién del IVA», disfrutar
hasta 1989 de la excepcién prevista en la letra c) del apartado 3 del articulo 92 del
Tratado, la Decisién impugnada adolece de un error de Derecho por las mismas
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razones expuestas mds arriba respecto a las ayudas procedentes del redondeo a la
baja de las ganancias de los apostantes y a la excepcién a las normas del IVA (apar-
tados 124 a 133).

Afade que una ayuda permanente al funcionamiento de unos 5 millones de FF
anuales, como la ayuda de que se trata, no puede, en cualquier caso, cumplir el
requisito positivo establecido en la letra c) del apartado 3 del articulo 92 del Tra-
tado.

Motivos y alegaciones de la Comisién

La Comisién, partiendo de las consideraciones expuestas en la Decisién impugnada
relativas a la compatibilidad de la ayuda resultante del redondeo a la décima infe-
rior de los premios de los apostantes, y con arreglo a las cuales fueron declaradas
compatibles con el mercado comiin las otras dos ayudas de Estado, refuta global-
mente todas las alegaciones de la demandante. Solo discute, por lo demis, los
aspectos esenciales de la aplicacidén de la letra ¢) del apartado 3 del articulo 92 del
Tratado, a saber, por un lado, la legitimidad de los objetivos perseguidos por las
ayudas de referencia (requisito positivo) y, por otro lado, la falta de efectos pertur-
badores sobre el mercado, contrarios al interés comin (requisito negativo). Por
dltimo, refuta la afirmacién de la demandante segiin la cual, al adoptar la Decisién
impugnada, no respetd sus propias lineas de conducta expuestas en sus informes
sobre Ia politica de competencia, antes citados.

1. Sobre la legitimidad de los objetivos perseguidos por las ayudas de Estado con-
cedidas a PMU, a saber, la informatizacién de PMU vy la mejora de la raza caballar

La Comisién afirma que, desde 1930 hasta principios de los ochenta, PMU efec-
tuaba las operaciones de administracién de apuestas mediante procedimientos
manuales, lo que provocaba diversos problemas de gestién, cuyo coste represen-
taba aproximadamente el 60 % de sus gastos totales de funcionamiento. Para resol-
ver dichos problemas, PMU decidié informatizar todas sus operaciones a partir de
1972, decisién que, segin la Comisién, en modo alguno se planteé de cara a una
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extensién de las actividades de PMU al extranjero, sino que tenia por objeto adap-
tarla a la evolucién econémica y técnica del mercado nacional. Dichas medidas
tuvieron como consecuencia, por un lado, la implantacién de un sistema mads fiable,
que permite prestar a los apostantes unos servicios mejor adaptados a sus exigen-
cias, lo que, en la Decisién impugnada, se describe como «efectos directos e indi-
rectos de estas ayudas sobre el desarrollo del sector en todos sus componentes», y,
por otro lado, el incremento de los ingresos del Estado francés, lo cual favorece los
intereses de la Comunidad, pues siempre es preferible que una actividad econémica
determinada cuente con una organizacién eficaz.

Segtin la Comisidn, los costes de gestién de PMU han venido disminuyendo cons-
tantemente desde 1986, debido precisamente a la informatizacién de las operacio-
nes de recogida y de administracién de las apuestas, que han pasado del 5,95 % en
1986 al 5,45 % en 1990, lo que representa un descenso de los gastos de unos
170 millones de FF, que ha permitido a las sociedades de carreras dedicar mds
recursos a su funcién de fomento de la mejora de la raza caballar.

2. Sobre la inexistencia de efectos perturbadores para el mercado

La Comisién explica que, en la medida en que, antes de 1989, las actividades de
PMU se limitaban a Francia y no existia competencia alguna entre PMU y otros
operadores econémicos ni en Francia ni en ningln otro lugar, pudo llegar a la
conclusién de que las medidas de que se trata no tenfan efectos significativos sobre
el comercio entre los Estados miembros, y tinicamente la inexistencia de una regla
de minimis en materia de ayudas de Estado le llevé a tratar dichas medidas como
ayudas de Estado, para declararlas, finalmente, compatibles con el mercado comin.

Por lo que se refiere a la afirmacién de la demandante segiin la cual de las decla-
raciones efectuadas en mayo de 1987 por representantes de PMU (véase el apartado
130 supra), se desprende que la ayuda a la informatizacién de PMU tuvo efectos
perturbadores sobre el mercado, dado que permitié a PMU ampliar sus actividades
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al extranjero, la Comisién sefiala que el proceso de informatizacién de las opera-
ciones de PMU se concibié y puso en prictica mucho antes de que se efectuaran
dichas declaraciones. En cualquier caso, no se ha probado la existencia de un vin-
culo directo entre la decisién de PMU de proceder a la informatizacién de su red y
su decisién posterior de ofrecer sus servicios a otras empresas en el extranjero.

Por tiltimo, la Comisién afirma que las actividades de PMI en el extranjero no son
de la misma naturaleza que las de PMU, lo que resulta corroborado por las obser-
vaciones del Director General de PMU, citadas por la demandante (véase el apar-
tado 130 supra).

3. Sobre el respeto por la Comisién de las exigencias de la jurisprudencia y de sus
propias lineas de conducta

La Comisién sefiala que si bien una ayuda ha de apreciarse dentro de un contexto
comunitario, ello no significa que la ayuda deba tener un efecto positivo para la
Comunidad en su conjunto. En el caso de autos, la contribucién al desarrollo y a
una mayor eficacia del sector de las apuestas mutuas y sobre todo a la mejora de la
raza caballar, constituye un objetivo legitimo y es conforme al interés de la Comu-
nidad. Subraya que si bien dicho motivo no aparecia invocado expresamente en la
Decisién impugnada, no por ello deja de ser inherente a cualquier decisién de
autorizacién de una ayuda con arreglo a la letra c) del apartado 3 del articulo 92 del

Tratado.

Respecto a la exigencia segiin la cual la ayuda debe ser necesaria para la realizacién
del objetivo perseguido, la Comisién sefiala que, contrariamente a lo que afirma la
demandante, la Decisién impugnada no guarda silencio respecto a esta cuestién, ya
que en ella se indica claramente que «las sociedades de carreras no disponfan de los
recursos necesarios para financiar por si solas todas estas inversiones» (véase el
punto 2 de la Parte IV de la Decisién).
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En relacién con la intensidad de la ayuda procedente del redondeo de los premios
a la décima inferior, la Comisién observa que, aun cuando segiin la Decisién
impugnada sea del 29 %, no es menos cierto que es dificil determinar la intensidad
de una ayuda en el caso de un organismo como PMU, que no dispone de recursos
propios. Por iltimo, la Comisién refuta la afirmacién de la demandante segin la
cual examiné la ayuda de que se trata de manera aislada, sin tener en cuenta otras
medidas estatales denunciadas por ésta como ayudas de Estado.

La parte coadyuvante suscribe las alegaciones de la Comisién y afirma que ésta
aplicé correctamente la letra ¢) del apartado 3 del articulo 92 del Tratado respecto
a las ayudas de referencia.

— Apreciacién del Tribunal de Primera Instancia

Procede recordar, con caricter preliminar, que segtin reiterada jurisprudencia, el
apartado 3 del articulo 92 otorga a la Comisién una amplia facultad de apreciacién
para admitir ayudas como excepcién a la prohibicién general del apartado 1 de
dicho articulo. En estos casos, la apreciacién de la compatibilidad o incompatibili-
dad con el mercado comiin de una ayuda de Estado plantea problemas que impli-
can la consideracién y apreciacién de hechos y circunstancias econémicas comple-
jas y que pueden variar ripidamente (sentencias del Tribunal de Justicia de 14 de
febrero de 1990, Francia/Comisién, C-301/87, Rec. p. I-307, apartado 15; de 11 de
julio de 1996, SFEI y otros, C-39/94, Rec. p. [-3547, apartado 36, y de 14 de enero
de 1997, Espaiia/Comisién, antes citada, apartado 18). Ademids, de la jurispruden-
cia se desprende que en el marco de un recurso de anulacién, corresponde al
organo jurisdiccional comunitario solamente comprobar si la Decisién impugnada
estd viciada por alguna de las causas de nulidad prev1stas en el articulo 173 del
Tratado, sin que pueda sustituir por su apreciacién de hecho, en particular en el
orden econémico, la del autor de la Decisién (sentencias del Tribunal de Justicia de
15 de junio de 1993, Matra/Comisién, C-225/91, Rec. p. I-3203, apartado 23, y de
29 de febrero de 1996, Bélgica/Comisidn, antes citada, y sentencia FFSA y otros/
Comisién, antes citada, apartado 101).
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De ello se deduce que el control que este Tribunal ha de ejercer en el caso de autos
debe limitarse a verificar la observancia de las normas de procedimiento y de moti-
vacién, la comprobacién material de la exactitud de los hechos tenidos en cuenta
para adoptar la resolucién impugnada y la inexistencia de error manifiesto en la
apreciacién de dichos hechos o de c{esv1a010n de poder (sentencias Matra/
Comisién, antes citada, apartado 25; de 29 de febrero de 1996, Bélgica/Comision,
antes citada, apartado 11, y FFSA y otros/Comisién, antes citada, apartado 101).

A la luz de estas orientaciones de la jurisprudencia debe examinarse la fundamen-
tacién de las imputaciones de la demandante basadas en que, al declarar compati-
bles con el mercado comiin las tres ayudas de Estado de que se trata, la Comisién
incumplié los requisitos para la aplicacién de la letra c) del apartado 3 del articulo
92 del Tratado, asi como su propia linea de conducta expuesta, en particular, en su
Duodécimo Informe sobre la politica de competencia.

— Sobre la renuncia entre 1982 y 1985 a importes resultantes del redondeo de los
premios de los apostantes a la décima inferior

El Tribunal de Primera Instancia sefiala que, segtin la Decisién impugnada, dado el
estado de desarrollo de la competencia y de los intercambios antes de la creacién
de PMI en enero de 1989, las ayudas concedidas entre 1982 y 1985 para la infor-
matizacién de PMU y resultantes del redondeo de los premios a la décima inferior,
«no produjeron efectos perturbadores en el mercado contrarios al interés comiin,
habida cuenta de los efectos directos e indirectos de estas ayudas en el desarrollo
del sector en todos sus componentes econémicos incluida la mejora de la raza
caballar» (punto 1 del pirrafo octavo de la Parte VII de la Decisién impugnada).

De la precedente cita de la Decisién impugnada se desprende que la demandante
no puede criticar a la Comisién por no haber examinado si el requisito positivo
para la aplicacién de la letra c) del apartado 3 del articulo 92 del Tratado se cumplia
en el presente caso.
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152 Respecto a la cuestidn de si dicha apreciacién de la Comisién se basa, sin embargo,
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154

en premisas erréneas, dado que la ayuda de referencia favorecia inicamente la acti-
vidad de admisién de apuestas y no la de mejora de la raza caballar, el Tribunal de
Primera Instancia sefiala que de los autos se desprende que la informatizacién de
las actividades de PMU dio lugar no sélo a que mejorase la eficacia de la admisién
de apuestas sino también a un descenso, a partir de 1986, de sus gastos y costes de
funcionamiento, lo que permitié a las sociedades de carreras liberar mis recursos y
dedicarlos, en consecuencia, al fomento de la mejora de la raza caballar. En efecto,
en la medida en que la organizacién de las apuestas mutuas en Francia no tiene
fines lucrativos y Ginicamente tiene por objeto permitir que las sociedades de carre-
ras continiden su actividad prmcxpal de mejora de la raza caballar, no puede consi-
derarse que la Comisién incurriera en un error manifiesto de apreciacién al consi-
derar que dicha ayuda era compatible con el mercado comin debido a sus efectos
sobre el desarrollo del sector de la admisién de apuestas en todos sus componentes
econdmicos, «incluida la mejora de la raza caballar».

Este Tribunal estima que la demandante no puede alegar tampoco que hasta la fase
escrita la Comisién no destacé los efectos de la ayuda de que se trata y, en parti-
cular, la mejora de la raza caballar. Esta consideracién figura claramente, en efecto,
en la propia Decisién. Ademds, procede sefialar que la Decisién impugnada no se
reflere inicamente a los efectos de la ayuda de referencia sobre la mejora de la raza
caballar, sino que subraya sus efectos directos e indirectos sobre el desarrollo del
sector de las carreras «en todos sus componentes econémicos, incluida la mejora de
la raza caballar».

Por lo que se refiere a la cuestién de si la ayuda de que se trata cumplia también el
requisito negativo establecido en la letra c) del apartado 3 del articulo 92 del Tra-
tado, en el sentido de que sus efectos sobre el mercado no alteraban los intercam-
bios intracomunitarios en forma contraria al interés comiin, de la Decisién impug-
nada se deduce que, antes de la creacién de PMI en enero de 1989, no habia
intercambios entre Francia y los demds Estados miembros, lo que implica que
antes de dicha fecha ni siquiera existia competencia entre PMU y los demis ope-
radores econémicos presentes en el mercado comunitario de la admisién de apues-
tas. En estas circunstancias, la Comisién podia concluir que las ayudas concedidas
a PMU entre 1982 y 1985 para la informatizacién de sus actividades no pudieron
producir efectos perturbadores sobre el mercado, contrarios al interés comunitario.
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Esta afirmacién no resulta desvirtuada por el acta de la disertacién del Director
General de PMU en una Conferencia de Asociaciones Europeas de PMU, cele-
brada en Londres en mayo de 1987 (véase el apartado 130 supra), que se referia
tinicamente, en términos generales, a la politica de PMU a largo plazo, y que tuvo
lugar dos afios después de la supresién de la ayuda de referencia, por lo que no
puede cuestionar [a observacién de la Comisién relativa a la falta de efectos per-
turbadores sobre el mercado antes de 1989.

Lo mismo puede decirse de la respuesta dada en 1987 por el Presidente de PMU al
Primer Presidente del Tribunal de Cuentas francés (véase el apartado 130 supra),
que se produjo, en efecto, dos afios después de la supresién de la ayuda de que se
trata y dos afios antes de la creacién de PMI, en un periodo durante el cual la
expansién de PMU al extranjero tan solo constituia uno de los objetivos de su
politica a largo plazo. Por Gltimo, como ha subrayado con razén la Comisién, la
decisién de ayudar a las sociedades de carreras a proceder a la informatizacién de
las operaciones de organizacién de las apuestas mutuas se adopté mucho antes de
la creacién como entidad juridica auténoma, en 1985, de PMU y de la decisién de
esta tltima de extender sus actividades al extranjero mediante la creacién de PMI
en 1989.

De lo antedicho resulta que la Comisién podia concluir que la ayuda de que se
trata era compatible con el mercado comiin.

Por otra parte, este Tribunal estima que dicha afirmacién de la Comisién no puede
cuestionarse tampoco mediante la imputacién de la demandante basada en que la
Comisién ignoré por completo el primero de los tres criterios que habia adoptado
en su Duodécimo Informe sobre la politica de competencia, a saber, la apreciacién
de una ayuda sectorial en un contexto comunitario. En efecto, del pirrafo tercero
de la Parte VII de la Decisién impugnada se desprende que la ayuda de referencia
se evalué en «el contexto comunitario y no en el de un sélo Estado miembro». Por
consiguiente, la demandante no puede afirmar que hasta la fase escrita la Comisién
no hizo por primera vez la observacién, que ademas es inherente a cualquier exa-
men de compatibilidad de una ayuda sectorial con el mercado comiin, de que la
contribucién de la ayuda en cuestién al desarrollo de las apuestas y a la mejora de
la raza caballar constitufa un objetivo legitimo y conforme al interés de la Comu-
nidad. Por tltimo, y contrariamente a lo que la demandante parece defender, la
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apreciacién de una ayuda en un contexto comunitario no significa que una ayuda
con efectos positivos para el desarrollo de un sector en un solo Estado miembro,
como la admisién de apuestas en Francia, no pueda disfrutar de una excepcién con
arreglo a la letra c) del apartado 3 del articulo 92 del Tratado, en la medida en que,
como ha subrayado la Comisién, a la Comunidad le interesa que un sector econé-
mico determinado disponga en un Estado miembro de una organizacién y una
estructura eficaces.

Este Tribunal estima que la demandante no puede criticar tampoco a la Comisién
por no haber examinado si la ayuda de que se trata era necesaria para la realizacién
del objetivo perseguido. En efecto, se indica claramente en la Decisién impugnada
que «estas excepciones sélo serdn aplicables si la Comisién puede comprobar que
el libre juego de las fuerzas del mercado, de no existir ayudas, no incitarfa al bene-
ficiario potencial a adoptar un comportamiento adecuado para la consecucién de
uno de los objetivos mencionados» (pirrafo cuarto de la Parte VII de la Decisién
impugnada), y que, por lo que respecta a la ayuda a la informatizacién de PMU,
«las sociedades de carreras no disponian de los recursos necesarios para financiar
por si solas todas estas inversiones». Por otra parte, es un hecho que, desde prin-
cipios de los ochenta, las sociedades de carreras atravesaban una situacién finan-
ciera deficitaria grave, lo que explica por qué solamente una intervencién de las
autoridades estatales, y no de organismos financieros privados, podia garantizar la
rectificacién de dicha situacién (véanse los puntos 2 y 3 de la Parte IV de la Deci-
sién impugnada).

Respecto al caricter proporcionado de la intensidad de la ayuda de que se trata, es
cierto que en la Decisién impugnada ésta fue calificada por la Comisién de clevada.
No obstante, no es menos cierto que, segin la Decisién impugnada, esta ayuda se
concedié mucho antes de la creacién de PMU, en encro de 1989, fecha en la que,
debido al estado de desarrollo de la competencia y de los intercambios entre los
Estados miembros, no podia producir efectos contrarios al interés comunitario.
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Por tiltimo, el Tribunal de Primera Instancia estima que tampoco puede acogerse la
alegacién de la demandante segtin la cual la Comisién no aplicé correctamente ese
mismo criterio debido a que aprecié la intensidad de la ayuda de que se trata de
manera aislada. En efecto, si bien es cierto que la Comisién, por el propio hecho de
que no aplicé correctamente el apartado 1 del articulo 92 a las otras cuatro medidas
estatales denunciadas por la demandante (véanse los apartados 62, 82, 111 y 122
supra), no podia apreciar sus efectos acumulativos con los efectos de la ayuda de
que se trata, no es menos cierto que dichas ventajas acumulativas se refieren a un
periodo durante el cual no existian ni competencia ni intercambios intracomunita-
rios. Por consiguiente, la apreciacién de la compatibilidad con el mercado comiin
de la medida de referencia, cuyos efectos eran, por otra parte, de duracién limitada,
de 1982 a 1985, no resulta afectada por la existencia de otras ayudas concedidas
antes de 1989 a PMU.

De lo antedicho se deduce que la Comisién podia considerar que, habida cuenta de
la situacién de los intercambios intracomunitarios en el momento en que se pro-
dujeron los hechos, la ayuda de que se trata, aunque fuera de un clevado importe,
era compatible con el mercado comin.

— Sobre la exencién en la aplicacién de la norma del desfase de un mes para la
deduccién del IVA antes de 1989

Segiin se desprende de la Decisién impugnada, dicha ayuda se consideré compati-
ble con el mercado comtin hasta 1989, fecha a partir de la cual las sociedades de
carreras debieron proceder a un depésito permanente en el Tesoro piiblico, con el
fin de compensar la ventaja que de ello se derivaba. Pues bien, como acaba de
verse, la apreciacién de la Comisién se basa en un error relativo al dmbito temporal
en el que debia efectuarse (véanse los apartados 118 a 122 supra), lo que impide al
Tribunal pronunciarse sobre la existencia misma de la ayuda de que se trata. No
obstante, este Tribunal estima que, en la medida en que la Comisién basa la com-
patibilidad de la ayuda con el mercado comiin hasta 1989 en los mismos motivos
referentes a la ayuda resultante del redondeo de las ganancias a la décima inferior,
no puede cuestionarse esta consideracién de la Comisién, dado que dichos moti-
vos, como acaba de verse, no adolecen de un error manifiesto de apreciacién (véan-
se los apartados 150 a 159 supra). De ello se deduce que, a pesar del error cometido
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en el presente caso por la Comisidn, ésta consideraba fundadamente que la ayuda
de que se trata era, hasta 1989, compatible con el mercado comiin.

— Sobre la exencién hasta 1989 de la participacién en la labor de construccién

La demandante afirma que, también en este punto, la Decisién adolece de un vicio,
por las mismas razones expuestas respecto a las otras ayudas declaradas compati-
bles con el mercado comiin. Pues bien, en la medida en que las alegaciones de la
demandante relativas a esas otras medidas no son fundadas (véanse los apartados
150 a 163 supra), lo mismo puede aplicarse a las imputaciones formuladas contra la
ayuda de referencia.

De todo lo antedicho resulta que el motivo de la demandante basado en una apli-
cacién errénea de la letra c) del apartado 3 del articulo 92 del Tratado es infundado
y debe, por consiguiente, desestimarse.

Sobre la obligacion de recuperacion de una aynda incompatible con el mercado
comiin

Resumen de las alegaciones de las partes

En el marco de este motivo, la demandante sefiala que la Decisién impugnada debe
ser anulada basidndose, por una parte, en que limita la obligacién de devolucién de
la ayuda resultante de la exencién de la participacién en la labor de construccién,
no al periodo que comenzé en 1989, cuando PMU empez6 a operar en otros paises
de la Comunidad, sino dnicamente al periodo posterior a la incoacién del proce-
dimiento, a saber, el 11 de enero de 1991, debido a una sentencia del Conseil d’Etat
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francés de 1962, que se pronuncié a favor del caricter agricola de las actividades de
las sociedades de carreras y, en consecuencia, de la exencién de la participacién en
la labor de construccién en beneficio de estas iltimas y, por otra parte, en que
confia a las autoridades francesas la labor de calcular el importe de la ayuda que ha
de devolverse.

Por lo que se refiere, en primer lugar, a la obligacién de devolver la ayuda de que
se trata, la demandante sefiala que la referencia a dicha sentencia del Conseil d’Etat
para justificar la limitacién en el tiempo de dicha obligacién estd en contradiccién
con el punto 7 de la Parte V de la Decisién impugnada, en la que la Comisién
sefiala precisamente que dicha sentencia, relativa a dos sociedades de carreras no
miembros de PMU, no se referia en modo alguno a sus actividades de admisién de
apuestas ni, por consiguiente, a la actividad de PMU, a saber, la organizacién y la
gestién de las apuestas, algo muy distinto a cualquier actividad agricola.

A este respecto, la demandante sefiala que la alegacién de la Comisién contenida en
su escrito de contestacién, segtin la cual la sentencia del Conseil d’Etat antes citada
gener6 una confianza legitima del beneficiario en la legalidad de la medida de que
se trata, lo que impidié a las autoridades francesas exigir la devolucién de la ayuda
correspondiente al perfodo anterior al 11 de enero de 1991, fecha de incoacién del
procedimiento, no figura en la Decisién impugnada. Ademds, la Comisién con-
fundié la «confianza legitima» del beneficiario de una ayuda con la imposibilidad
de que un Estado miembro recupere una ayuda ilegal. En cualquier caso, dicha
justificacién es contraria a la jurisprudencia sobre la materia, segiin la cual un
Estado miembro que haya concedido una ayuda infringiendo las normas de pro-
cedimiento previstas en el articulo 93 del Tratado, no podréd invocar la confianza
legitima de los beneficiarios para no exigir la devolucién de dicha ayuda (sentencia
del Tribunal de Justicia de 20 de septiembre de 1990, Comisién/Alemania, C-5/89,
Rec. p.1-3437). Por tltimo, en la medida en que la sentencia del Conseil d’Etat
francés no se referia ni a las actividades de recogida de las apuestas sobre las carre-
ras hipicas ni a la compatibilidad de la medida de referencia con las normas de los
articulos 92 y siguientes del Tratado, no puede hablarse de confianza legitima

alguna de PMU.

Por lo que respecta, en segundo lugar, a la imputacién basada en que la Comisién
no habria debido confiar al Gobierno francés la responsabilidad de calcular el
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importe de la ayuda que ha de recuperarse, la demandante afirma que, en la medida
en que la exaccién de la que estd exenta PMU viene determinada en funcién de las
néminas pagadas por un empresario, bastarfa con conocer el tipo de la exaccién
aplicado asi como el detalle de los salarios pagados por PMU durante el periodo de
que se trata, para calcular dicho importe. Ademis, en la medida en que la Comi-
sién poseia las cifras relativas al importe de las exacciones a las que el Estado
francés renuncié en 1986 y 1990, segtin se desprende de la Decisién impugnada, no
deberia haber dificultades para obtener las cifras correspondientes a los restantes
afios. Por dltimo, la Comisién no puede invocar la insuficiencia de la informacién
de que disponfa para justificar la decisién de confiar al Estado francés la tarea de
determinar el importe de las ayudas que ha de devolverse, dado que dispuso de
mds de cuatro afios para obtener del Estado francés las cifras correspondientes.

La demandante afiade que, con arreglo a un principio fundamental del Derecho
comunitario, la Comisién no estd facultada, en cualquier caso, para delegar facul-
tades discrecionales que le confiere el Tratado CE (sentencia del Tribunal de Justi-
cia de 13 de junio de 1958, Meroni/Alta Autoridad, 9/56, Rec. p.11) y que no
delimité en el presente caso el alcance de las facultades asi delegadas, ni determiné
sus modalidades de ejercicio. Ademds, dicha delegacién de facultades privarfa a los
particulares de la proteccién jurisdiccional que les garantiza el articulo 73 del Tra-
tado.

Por tltimo, la demandante sefiala que la devolucidn de la ayuda de que se trata no
fue reclamada en su totalidad por las autoridades francesas. Precisa que, segtin se
desprende de la correspondencia mantenida entre la Comisién y las autoridades
francesas y, en particular, del escrito del Representante de Francia de fecha 10 de
enero de 1994, la exencién de la participacién de la empresa en la labor de cons-
truccién se habia suprimido con efectos de 1 de enero de 1994, lo que significa que
dicha devolucién deberia cubrir un periodo de casi tres afios, a saber, desde 1991 a
1993 ambos inclusive. Pues bien, de este mismo escrito se deduce que las autori-
dades francesas tGnicamente procedieron a la recuperacién de que se trata respecto
a los afios 1992 y 1993, y no por lo que a 1991 se refiere.

La Comisién sefiala que, si bien los beneficiarios de una ayuda solamente pueden
tener, en principio, confianza legitima en la legalidad de la ayuda si ésta se ha con-
cedido legalmente, tienen la posibilidad, sin embargo, de invocar circunstancias
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excepcionales, que hayan podido fundar legitimamente su confianza en el caricter
legal de dicha ayuda y de oponerse por consiguiente a su devolucién (sentencia de
20 de septiembre de 1990, Comisién/Alemania, antes citada).

En cuanto a la posibilidad de que un Estado miembro invoque la confianza legi-
tima de los beneficiarios de una ayuda para no solicitar su devolucién, la Comisién
sefiala que, segiin la sentencia de 20 de septiembre de 1990, Comisién/Alemania,
antes citada, un Estado miembro «no podri invocar la confianza legitima de los
beneficiarios para eludir la obligacién de adoptar las medidas necesarias al objeto
de ejecutar una Decisién de la Comisién mediante la cual se le ordene recuperar la
ayuda», lo que no ocurre en el caso de autos (apartado 17 de la sentencia).

La Comisién considera que la sentencia del Conseil d’Etat francés de 1962, que
califica de agricolas las actividades de las sociedades de carreras y, por consiguiente,
justifica su exencién de la participacién en la labor de construccién, generaba en
ella una confianza legitima en el caricter legal de la medida de que se trata hasta la
incoacién del procedimiento, momento en que dicha medida fue calificada expre-
samente de ayuda de Estado a efectos del apartado 1 del articulo 92 del Tratado.

Afade que si bien es cierto que la sentencia del Conseil d’Etat francés de 1962 no
se referia a los miembros de PMU ni guardaba relacién con las actividades de
admisién de apuestas hipicas ni con la cuestién de la compatibilidad de la medida
de que se trata con las normas del Tratado en materia de ayudas de Estado, de
dicha sentencia resultaba, no obstante, que las sociedades de carreras debian con-
siderarse empresas agricolas y, en consecuencia, no sujetas a la participacién en la
labor de construccién.

Por lo que se refiere a la labor confiada a las autoridades francesas de determinar el
importe de la ayuda que ha de recuperarse, la Comisién alega que contrariamente
a lo que defiende la demandante, no se trata de una delegacién de facultades, sino
de un caso de cooperacién reciproca entre la Comisién y el Estado miembro de
que se trata, contemplado en el articulo 5 del Tratado. Subraya que dicha prictica
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se ha seguido en otros casos [Decisién 88/468/CEE de la Comisién, de 29 de
marzo de 1988, relativa a las ayudas concedidas por el Gobierno francés a una
empresa de maquinaria agricola de St. Dizier, Angers y Croix (International
Harvester/Tenneco); DO L 229, p. 37] y que en el presente caso, las autoridades
francesas no tienen ninguna facultad discrecional y estin obligadas a justificar el
célculo del importe de la ayuda que ha de recuperarse.

En relacién con las criticas formuladas por la demandante respecto al control del
procedimiento de devolucién de la ayuda, la Comisién afirma que éstas se refieren
a la ejecucién de la Decisién impugnada y no a su legalidad, que constituye el
dnico objeto del recurso.

La parte coadyuvante suscribe las alegaciones de la Comisién y subraya que la
Comisién no estd obligada a exigir la devolucién de una ayuda y que dispone de
una amplia facultad de apreciacién en la materia que tnicamente puede ser sancio-
nada por el érgano jurisdiccional comunitario en caso de error manifiesto (senten-
cia del Tribunal de Justicia de 21 de noviembre de 1991, Fédération nationale du
commerce extérieur des produits alimentaires y Syndicat national des négociants et
transformateurs de saumons, C-354/90, Rec. p. I-5505).

Apreciacién del Tribunal de Primera Instancia

Este Tribunal recuerda, con caricter preliminar, que cuando la Comisién compro-
bare la incompatibilidad de una ayuda de Estado con el mercado comiin, podri
ordenar con caricter conminatorio al Estado miembro de que se trate que ordene a
la empresa beneficiaria su devolucién (sentencia Deufil/Comisién, antes citada,
apartado 24), ya que la supresién de una ayuda ilegal por via de recuperacién es la
consecuencia légica de dicha comprobacién, en la medida en que permite restable-
cer la situacién anterior (sentencias de 21 de marzo de 1990, Bélgica/Comisién,
antes citada, apartado 66, y de 14 de enero de 1997, Espafia/Comisién, antes citada,
apartado 47). A tal efecto, ]a Comisién dispone de una facultad de apreciacién, que
es necesaria para la ejecucidn de las decisiones adoptadas en aplicacién del apartado
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2 del articulo 93 del Tratado, en la medida en que la adopcién de éstas implica el
ejercicio de dicha facultad de apreciacién (sentencia de 14 de febrero de 1990,
Francia/Comisién, antes citada, apartado 15).

Procede, pues, examinar si la Comisién, cuando ejerce su facultad de apreciacién
para ordenar al Estado miembro de que se trate que recupere una ayuda declarada
incompatible con el mercado comtn, puede limitar en el tiempo los efectos de
dicha decisién, dado que el tenor literal de una sentencia de un érgano jurisdiccio-
nal nacional puede, segiin el Estado miembro citado, generar en el beneficiario de
la ayuda una confianza legitima en su legalidad.

A este respecto, el Tribunal de Primera Instancia recuerda que, segiin reiterada
jurisprudencia, un Estado miembro cuyas autoridades han concedido una ayuda
infringiendo las normas de procedimiento previstas en el articulo 93 del Tratado,
no puede invocar la confianza legitima de la empresa beneficiaria para eludir la
obligacién de adoptar las medidas necesarias al objeto de ejecutar una Decisién de
la Comisién mediante la cual se le ordene recuperar dicha ayuda. En efecto, reco-
nocer a los Estados miembros tal posibilidad, equivaldria a privar de efecto 1itil a lo
dispuesto en los articulos 92 y 93 del Tratado, en la medida en que las autoridades
nacionales podrian, de esta manera, basarse en su propio comportamiento ilegal
para desvirtuar la eficacia de las decisiones adoptadas por la Comisién con arreglo
a las citadas disposiciones del Tratado (véase, como mis reciente, la sentencia del
Tribunal de Justicia de 14 de enero de 1997, Espafia/Comisidn, antes citada, apar-
tado 48).

Procede recordar, sin embargo, que no puede excluirse la posibilidad de que el
beneficiario de una ayuda ilegal invoque circunstancias excepcionales en las que
pueda fundarse legitimamente su confianza en la legalidad de dicha ayuda. En tal
caso, el reconocimiento de su confianza legitima presupone que la ayuda se haya
concedido observando el procedimiento previsto en el articulo 93 del Tratado (sen-
tencias del Tribunal de Justicia de 10 de junio de 1993, Comisién/Grecia,
C-183/91, p.1-3131, apartado 18, y de 14 de enero de 1997, Espafia/Comisién,
antes citada, apartado 51).
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De las consideraciones precedentes se desprende que no incumbe al Estado miem-
bro de que se trate, sino a la empresa beneficiaria, invocar la existencia de circuns-
tancias excepcionales en las que hayan podido fundar su confianza legitima con el
fin de oponerse a la restitucién de una ayuda ilegal, con arreglo a los procedimien-
tos ante las autoridades estatales o el érgano jurisdiccional nacional (sentencia del
Tribunal de Primera Instancia de 8 de junio de 1995, Siemens/Comisién, T-459/93,
Rec. p. II-1675, apartado 104).

Por consiguiente, la Comisién no podia motivar su decisién de limitar en el tiempo
la obligacién que incumbe a las autoridades francesas de recuperar la ayuda con-
cedida ilegalmente a PMU limitindose a invocar la posicién adoptada por estas
dltimas en relacién con la confianza legitima de PMU alegada.

De ello se deduce que la Decisién impugnada, en la medida en que limita en el
tiempo la obligacién de que las autoridades francesas exijan la devolucién de la
ayuda resultante de la exencién de la participacién en la labor de construccién, en
beneficio de PMU, no desde 1989, fecha a partir de la cual fue declarada incompa-
tible, sino a partir de la incoacién del procedimiento, es decir el 11 de enero de
1991, infringe lo dispuesto en el apartado 2 del articulo 93 del Tratado, por lo que
debe ser anulada.

En cuanto a la segunda imputacién de la demandante, basada en que la Comisién
incurrié en un error de Derecho al confiar al Gobierno francés la tarea de calcular
el importe exacto de la ayuda que ha de devolverse, procede recordar que, segiin la
jurisprudencia sobre la materia, la obligacién de que el Estado miembro suprima,
con arreglo al apartado 2 del articulo 93 del Tratado, una ayuda considerada
incompatible con el mercado comiin, tiene por objeto restablecer la situacién ante-
rior, objetivo que se logra una vez que el beneficiario devuelve al Estado la ayuda
de que se trate, mis, en su caso, los intereses de demora (véase la sentencia del
Tribunal de Justicia de 4 de abril de 1995, Comisién/Italia, C-350/93, Rec. p. I-699,
apartados 20 a 22).

No obstante, ni la jurisprudencia ni ninguna disposicién del Derecho comunitario
exige que la Comisién, cuando ordena la devolucién de una ayuda declarada
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incompatible con el mercado comiin, determine el importe de la ayuda que ha de
devolverse. En efecto, las ex1genc1as de la jurisprudencia en la materia se limitan a
que, por un lado, la recuperacién de las ayudas concedidas ilegalmente consiga res-
tablecer la situacién anterior y, por otro lado, dicha devolucién se efectie segiin los
procedimientos establecidos en el Derecho nacional, sin que la aplicacién de las
disposiciones de este tiltimo pueda menoscabar el alcance y la eficacia del Derecho
comunitario (sentencias del Tribunal de Justicia de 21 de septiembre de 1983,
Deutsche Milchkontor y otros, asuntos acumulados 205/82 a 215/82, Rec. p. 2633,
apartados 18 a 25, y de 2 de febrero de 1989, Comisién/Alemania, 94/87,
Rec. p. 175, apartado 12; sentencia Siemens/Comisidn, antes citada, apartado 82).

Procede afiadir que, en la medida en que el cilculo del importe de la ayuda que ha
de recuperarse puede requerir, como en el caso de autos, que se tomen en consi-
deracién regimenes tributarios cuya base imponible, tipo y procedimientos de
recaudacién sean fijados directamente por la legislacién nacional aplicable sobre la
materia, la Comisién puede limitarse a declarar con caricter general la obligacién
de que el beneficiario devuelva la ayuda de que se trata y dejar a las autoridades
nacionales la funcién de calcular el importe exacto de la ayuda que ha de devol-
verse (véase, por analogia, la sentencia Air France/Comisién, antes citada, aparta-
do 165).

Este Tribunal estima que, contrariamente a lo que afirma la demandante, lejos de
constituir una delegacién ilegal de facultades, la decisién de la Comisién de enco-
mendar al Gobierno francés la tarea de calcular el importe de la ayuda que ha de
devolverse se inserta en el marco més amplio de la obligacién de cooperacién leal
que vincula reciprocamente a la Comisién y a los Estados miembros en la aplica-
cién del articulo 93 del Tratado (por lo que respecta a la aplicacién del apartado 1
del articulo 93, que prevé el examen permanente por parte de la Comisién de las
ayudas existentes, véanse las sentencias del Tribunal de Justicia de 29 de junio de
1995, Espafia/Comisién, C-135/93, Rec. p. I-1651, apartado 24, y de 15 de octubre
de 1996, Ijssel-Vliet Combinatie, C-311/94, Rec. p. I-5023, apartado 36; respecto a
las dificultades que tienen los Estados miembros para la ejecucién de una decisién
de la Comisién por la que se decida la devolucién de una ayuda, véanse las sen-
tencias del Tribunal de Justicia de 2 de febrero de 1989, Comisién/Alemania, antes
citada, apartado 9; de 20 de septiembre de 1990, Comisién/Alemania, antes citada,
apartados 13 a 16, y de 10 de junio de 1993, Comisién/Grecia, antes citada, apar-
tado 19).
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190 En cuanto a las alegaciones de la demandante basadas en que la ayuda de que se

191
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193

trata no fue devuelta finalmente en su totalidad, procede recordar que, segiin la
jurisprudencia, la legalidad de una decisién en materia de ayudas debe apreciarse en
funcién de los datos e informaciones de que podia disponer la Comisién en el
momento en que fue adoptada (sentencias del Tribunal de Justicia de 15 de marzo
de 1994, Banco Exterior de Espafia, C-387/92, Rec. p. I-877, apartados 12 y 13, y
de 26 de septiembre de 1996, Francia/Comisidn, antes citada, apartado 33). Pues
bien, las alegaciones de la demandante no se refieren a la legalidad de la adopcién
de la Decisién impugnada, sino a sus modalidades de ejecucién, por lo que no son
pertinentes en el presente caso.

De lo antedicho se deduce que la imputacién de la demandante, basada en que la
Decisién impugnada, al confiar a las autoridades francesas la tarea de calcular el
importe de la ayuda que ha de devolverse, incurre en un error de Derecho, es
infundada, por lo que debe desestimarse.

Sobre la infraccién del articulo 190 del Tratado

Resumen de las alegaciones de las partes

La demandante afirma que, segtn se desprende de las consideraciones expuestas
respecto a los motivos precedentes, la Decisién impugnada adolece de una falta de
motivacién, por lo que debe ser anulada.

Afiade que la motivacién de una decisién debe examinarse en funcién de los moti-
vos que en ella se contienen y no de otros motivos planteados por primera vez en
el procedimiento contencioso. Por consiguiente, el Tribunal de Primera Instancia
deberfa, en el marco del ¢jercicio de su control jurisdiccional, desestimar los moti-
vos formulados por la Comisién por primera vez en su escrito de contestacidn,
segiin los cuales a) PMU «estd sujeta a un severo régimen tributario, muy superior
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al de las demds actividades y empresas», b) «en el contexto de un régimen tributa-
rio tan severo y excepcional, es legitimo que el Estado contribuya a la reestructu-
racién de las empresas afectadas con el fin de garantizar sus propios ingresos con
vistas al futuro», c) la ayuda a la informatizacién de PMU debia contribuir «sobre
todo a la mejora de la raza caballar, lo que constituye un objetivo legitimo y con-
forme al interés de la Comunidad», d) «el objetivo final de la exencién en la apli-

. cacién de la norma del desfase de un mes para la deduccién del IVA era la mejora

de la raza caballar» y €)la limitacién en el tiempo de la obligacién de devolver la
ayuda resultante de la exencién de la participacién en la labor de construccién en
beneficio de PMU est4 justificada por la confianza legitima creada en PMU como
consecuencia de la sentencia del Conseil d’Etat francés de 1962, antes citada.

Por dltimo, la demandante afirma que la Decisién impugnada debe también ser
anulada por infraccién del articulo 190 del Tratado, debido a que la Comisién no
definié su posicién respecto a la ayuda por ella denunciada relativa a la exencién de
PMU del pago de cualquier forma de Impuesto sobre la Renta.

La Comisién considera que dicho motivo no constituye un motivo auténomo y se
remite a tal efecto a sus observaciones sobre el fondo del asunto. Precisa, sin
embargo, que, si no se refirié especificamente al objetivo de la ayuda a la reestruc-
turacién concedida a PMU hasta la fase escrita, ayuda consistente en proteger los
ingresos del Estado (véase el apartado 46 s#pra), ello se explica por el hecho de que
dicha consideracién es inherente a cualquier decisién en materia de ayudas de
Estado. Ademis, dicha consideracién tenia dinicamente por objeto responder a la
alegacién de la demandante formulada por primera vez en la demanda, segin la
cual, el descenso de las cantidades percibidas por el Estado sobre las apuestas en
1985 era una medida ad hoc destinada especialmente a financiar el plan de sanea-
miento de PMU.

Por lo que respecta a la referencia hecha en su escrito de contestacion a la con-
fianza legitima de PMU, la Comisién sefiala que dicho argumento no hace sino
completar la motivacién contenida en la Decisién impugnada relativa a la imposi-
bilidad de que las autoridades francesas recauden el tributo de que se trata como-
consecuencia de la citada sentencia del Conseil d’Etat de 1962.
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Apreciaciéon del Tribunal de Primera Instancia

Al haberse examinado ya en el marco de los motivos precedentes todas las impu-
taciones de la demandante basadas, en el marco del presente motivo, en la infrac-
cién del articulo 190 del Tratado, este Tribunal estima que no procede responder a
ellas en el marco del presente motivo.

De todo lo antedicho se desprende que la Decisién impugnada debe ser anulada, en
la medida en que, por un lado, considera que las ventajas concedidas a PMU deri-
vadas de a) los créditos a corto plazo que permiten a PMU aplazar el pago de
determinadas exacciones sobre las apuestas, b) la modificacién del reparto de las
exacciones producida en 1985 y 1986, c) la puesta a disposicién de los premios no
reclamados y d) 1a exencién en la aplicacién de la norma del desfase de un mes para
la deduccién del IVA, después del 1 de enero de 1989, no constituyen ayudas de
Estado con arreglo al apartado 1 del articulo 92 del Tratado. Por otro lado, la
Decisién impugnada debe ser también anulada en la medida en que limita la obli-
gacién del Estado francés de exigir la devolucién de la ayuda resultante de la exen-
cién de la participacién en la labor de construccién en beneficio de PMU, no a
partir de 1989, sino a partir del 11 de enero de 1991.

Sobre las pretensiones que tienen por objeto que se dirija una orden conminatoria a
la Comision

En sus pretensiones, la demandante solicita al Tribunal de Primera Instancia que
ordene a la Comisién que examine de nuevo inmediatamente su denuncia y adopte
las medidas necesarias con arreglo al articulo 176 del Tratado.

Este Tribunal recuerda que, segiin reiterada jurisprudencia, no es competencia del
Juez comunitario dirigir 6rdenes conminatorias a las Instituciones ni colocarse en
el lugar de estas tiltimas en el marco del control de la legalidad que ejerce, sino que
incumbe a la Administracién interesada adoptar las medidas que lleva consigo la
ejecucién de una sentencia dictada en el marco de un recurso de anulacién. Por
consiguiente, debe declararse la inadmisibilidad de dichas pretensiones de la
demandante (sentencia del Tribunal de Primera Instancia de 12 de junio de 1997,
Tiercé Ladbroke/Comisién, T-504/93, Rec. p. I1-923, apartado 45).
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Costas

A tenor del apartado 2 del articulo 87 del Reglamento de Procedimiento, la parte
que pierda el proceso serd condenada en costas, si asf lo hubiera solicitado la otra
parte. No obstante, a tenor del apartado 3 del articulo 87, cuando se estimen par-
cialmente las pretensiones de una y otra parte, el Tribunal de Primera Instancia
puede repartir las costas. Al haberse estimado parcialmente el recurso y al haber
solicitado ambas partes la condena de la otra parte, procede decidir que cada una
de las partes soporte sus propias costas.

Conforme al apartado 4 del articulo 87 del Reglamento de Procedimiento, la parte
coadyuvante soportard sus propias costas

En virtud de todo lo expuesto,

EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA (Sala Segunda ampliada)

decide:

1) Anular la Decisién 93/625/CEE de la Comisién, de 22 de septiembre de 1993,
relativa a varias ayudas concedidas por las autoridades francesas a la
empresa Pari mutuel urbain (PMU) y a las sociedades de carreras, en la
medida en que decide que las ventajas concedidas a PMU derivadas de a)la
modificacién del reparto de las exacciones producida en 1985 y 1986, b) los
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créditos a corto plazo concedidos a esta 1ltima mediante la autorizacion de
aplazar el pago de determinadas exacciones sobre las apuestas, c) la puesta a
disposicién de los premios no reclamados y d) la exencién en la aplicacién de
la norma del desfase de un mes para la deduccién del IVA, después del 1 de
enero de 1989, no constituyen ayudas de Estado, a efectos del apartado 1 del
articulo 92 del Tratado, asi como en la medida en que se decide que la obli-
gacién del Estado francés de exigir la devolucién de la ayuda resultante de la
exencién de la participacién en la labor de construccién en beneficio de PMU
no se remonta a 1989, sino al 11 de enero de 1991.

2) Desestimar el recurso en todo lo demas.

3) Cada parte cargard con sus propias costas.

Bellamy Vesterdorf Briét

Kalogeropoulos Potocki

Pronunciada en audiencia piiblica en Luxemburgo, a 27 de enero de 1998.

El Secretario El Presidente

H. Jung A. Kalogeropoulos
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